Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 19 minutos) 


La Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda comienza en el día de hoy el 
tratamiento de la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal del Ejercicio 2008, que 
ya fuera aprobada por la Cámara de Representantes. Con ese propósito han sido invitados los 
integrantes del equipo económico, por lo que damos la bienvenida al señor Ministro de Economía y 
Finanzas, Contador Álvaro García; al señor Subsecretario, Economista Masoller y a sus asesores, así 
como a los representantes de la Oficina Nacional del Servicio Civil, de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto -cuyo Subdirector, Doctor Ramos, se encuentra presente- y de la Contaduría General de 
la Nación, cuyos representantes son el Contador General, Contador Rodríguez, y el Subcontador 
General, Contador Galeano. 


Sean todos bienvenidos, muchísimas gracias por su presencia y por la respuesta a la 
convocatoria. 


SEÑOR MINISTRO.- Buenas tardes; es siempre un gusto estar en esta Casa. En esta oportunidad 
hemos venido para informar acerca de la Rendición de Cuentas de este año 2009 que, como novedad, 
incluye el hecho de que el trabajo realizado y el material presentado al Parlamento abarca el período 
2005 - 2009. Nos pareció adecuado innovar en este sentido, mirar el período completo de la gestión 
de Gobierno a la hora de hacer un balance y realizar una exposición acerca de lo sustancial de la 
Rendición de Cuentas. Voy a basar mi exposición en cuatro puntos. En el primero de ellos se hace un 
análisis o racconto de la situación inicial y de las vulnerabilidades que tenía el país en el año 2005, 
cuando comienza esta Administración; el segundo, vinculado a la estrategia que se siguió para 
enfrentar esa situación; el tercero, referido a los resultados obtenidos en materia financiera, fiscal, 
social y productiva, y el cuarto y último tiene que ver con las perspectivas, teniendo en cuenta la 
situación de crisis financiera internacional que está atravesando el mundo en estos momentos. 


En lo que tiene que ver con el primer punto, relativo a la situación inicial y a las 
vulnerabilidades que el país tenía cuando se inició esta Administración, debo decir que eran muy 
significativas y se encontraban tanto en el plano productivo y social como en el financiero y fiscal. Esto 
condicionaba y limitaba los márgenes de acción del Gobierno. En materia productiva, como todos 
saben, por la crisis de los años 2001 y 2002 se había producido una contracción económica 
importante, que determinó que en el 2004 el Producto Bruto Interno fuera un 10% menor al de 1998. 
Debemos tener en cuenta que esto produjo la destrucción del capital físico y humano. 


En el plano social, las vulnerabilidades estaban presentes en un alto porcentaje de la 
población y en el 2004 el porcentaje de ciudadanos en situación de pobreza alcanzaba al 32%. A su 
vez, también en ese año la indigencia llegaba a niveles cercanos al 4%. En cuanto al mercado de 
empleo, la tasa de desempleo había alcanzado el 13% y un 40% de los ocupados tenía problemas de 
empleo. También se había producido una fuerte caída de salarios entre los años 1999 y 2004, con un 
porcentaje de 23% de pérdida de salario real. Además, había un conjunto de necesidades postergadas 
desde el punto de vista social en los presupuestos de educación y salud. Ante esto, era imprescindible 
llevar a cabo acciones, porque además de esto, desde el punto de vista económico, financiero y fiscal, 
también existían importantes vulnerabilidades. Basta decir que el país arrastraba una situación fiscal 
problemática, con un déficit permanente en las anteriores administraciones, lo que determinaba que 
existieran niveles elevados en los promedios de cada período. Destaco que el promedio del período 
2000-2004, alcanzó el 3,2% del Producto. 


Aun más considerable era la restricción financiera, y el alto nivel de endeudamiento que tenía 
el país en relación a su producto se manifestaba con vencimientos de deudas absolutamente difíciles o 
imposibles de afrontar, dadas las magnitudes que tenían en aquellos años. El porcentaje de deuda 
bruta sobre el Producto era del 97% y el de deuda líquida llegaba al 70%. Asimismo, había una gran 


concentración de vencimientos a corto plazo, lo que condicionaba de manera absoluta cualquier 
política fiscal y financiera. 


En los tres años del período 2005-2007 los vencimientos alcanzaron más de 
US$ 4.500:000.000 -lo que equivalía a un 22% del Producto- de los cuales US$ 1.100:000.000 
vencían en el año 2005 y equivalían a un 6,4% del Producto. Si el déficit se encuentra en niveles de 
2% 0 3% y hay que pagar ese monto por año, en este caso, además, había que pagar el 6,4% por los 
vencimientos solo durante el primer año, en un período en el que ni siquiera se había establecido el 
Presupuesto. 


En marzo de 2005 las disponibilidades eran de US$ 265:000.000. 


Ante este panorama y pasando al segundo punto, la estrategia seguida por esta 
Administración se vio guiada en forma permanente por la necesidad de compatibilizar la 
responsabilidad fiscal con la imprescindible transformación productiva y social que el país estaba 
requiriendo. En ese sentido, el objetivo primordial fue -y continúa siéndolo en la actualidad- el 
crecimiento sostenido con equidad, para lo cual resultaba indispensable aumentar en aquel momento - 
y diría que hay que continuar incrementándolos- los niveles de inversión que nuestro país tiene sobre 
el Producto. Al mismo tiempo, es absolutamente necesario establecer una política de estabilidad, a 
efectos de que un país pequeño y abierto como el Uruguay brinde garantías mínimas o mayores 
posibilidades de certidumbre a los inversores, a fin de generar un marco o un clima de negocios 
adecuado para aumentar efectivamente la inversión. 


Enmarcamos esas estabilidades en cuatro grupos y hacia ellas apuntamos. La primera es la 
estabilidad político - institucional, que representa un activo de nuestro país de toda la vida. Asimismo, 
se apuntó a otras tres estabilidades: la macroeconómica y otras dos en las que se ha trabajado muy 
fuerte durante estos años y sobre las que ha habido un aporte muy importante de esta Administración. 
Me refiero a la estabilidad de reglas microeconómicas y a la estabilidad social. 


En ese sentido, los lineamientos seguidos por las políticas generales han estado vinculados 
a levantar las vulnerabilidades fiscal y financiera, a través de una política fiscal responsable como la 
que se vio plasmada en el Presupuesto para el quinquenio elaborado en el año 2005. Se buscó 
generar credibilidad y confianza, así como también recuperar la política fiscal como una herramienta de 
política económica, desarrollando -como se hizo- una administración profesional de la deuda pública, 
institucionalizando en diciembre del año 2005 la Unidad de Gestión de la Deuda Pública en el 
Ministerio de Economía y Finanzas y consolidando la recuperación del sistema bancario, que ya venía 
aprendiendo la lección con una serie de medidas adoptadas después de la crisis del año 2002. Por 
ejemplo, podemos señalar que hace muy pocos días instituimos las autoridades de la Comisión de 
Protección del Ahorro Bancario en el marco de la nueva Ley Orgánica del Banco Central. 


Ante la vulnerabilidad social, era ineludible destinar mayores recursos para implementar 
políticas sociales, y a eso se apuntó. Por otra parte, la mejora del empleo y de los salarios también se 
consideraba una política de primer orden. Fue así que se siguió la política de reorientar el gasto 
público, lo que llevó a que en este período de Gobierno se trasladaran porcentajes del Producto de la 
participación de intereses de deuda para reforzar el gasto social. 


En términos generales, las políticas seguidas para reducir la vulnerabilidad financiera 
llevaron a obtener recursos para cubrir lo que fue la mayor inversión del gasto del Gobierno en el área 
social. 


Ante la vulnerabilidad productiva, se requería mantener la estabilidad macroeconómica, 
mejorar el marco institucional para lograr la estabilidad de reglas microeconómicas e ir avanzando en 
ese sentido. Para esto, el Gobierno llevó adelante un conjunto de reformas en el ámbito 
microeconómico e institucional, que apuntaron a levantar las restricciones de vulnerabilidad productiva 
y contribuir a un marco de certidumbre para el clima de negocios, mejorando también las inversiones 
en infraestructura, educación e innovación, y generando estímulos impositivos a la inversión que, como 
dijimos, constituyen un elemento angular de la estrategia de la política económica y social. 


En el marco de la estrategia fiscal, puedo decir que estuvo pautada por la gradualidad, 
estableciendo en los dos primeros años del Presupuesto la generación de espacios fiscales para lo que 
era de emergencia, es decir, atender la situación social que vivía el país -lo que se hizo a través del 
Plan de Emergencia- haciendo un esfuerzo en la contención del gasto a través de la reasignación en 
esos primeros años y previendo lo que sería el crecimiento económico. El Presupuesto Nacional ya 
preveía un incremento porcentual de los gastos -porque así lo determinaba el espacio- en los dos 
últimos años. 


Podemos repasar rápidamente las reformas estructurales de las que hablábamos que, en su 
mayoría, apuntan a la mejora en el ámbito microeconómico e institucional. Nos referimos a la reforma 
de los procesos concursales, modificando un procedimiento que tenía más de cien años en el Uruguay; 
a los cambios en el régimen de promoción de inversiones, que se ha manifestado con buen suceso 
ante el sector privado; a la promoción y defensa de la competencia a través de la ley y la creación de la 
Comisión que cuida de estos aspectos; a la mejora de la regulación financiera, reformando la Carta 
Orgánica del Banco Central del Uruguay y a la iniciativa -que esperamos se apruebe en estos días ya 
que está aquí, en el Parlamento- relativa al desarrollo del mercado de capitales; hay otra propuesta - 
que también es muy importante- referida a la transparencia de la información empresarial, que va de la 
mano de la anterior. 


Asimismo, estamos hablando de la creación de la Agencia Nacional de Investigación e 
Innovación -con todo lo que significa- que ha sido una política absolutamente de punta en ese sentido. 
Aquí agregaría la iniciativa -que también se encuentra en el Parlamento- relativa a la Agencia Nacional 
de Desarrollo, aprendiendo -ya tendremos oportunidad de conversar sobre esto- del camino que hemos 
realizado en la Corporación Nacional para el Desarrollo. 


La reforma de la institucionalidad en materia de política de vivienda fue otra reforma política 
muy importante, de cambio institucional, que se ha transitado en esta Administración. 


En cuanto a las reformas sociales, podemos apuntar la de la salud, con el objetivo de 
proporcionar cobertura universal; la modificación del régimen de asignaciones familiares, centrando la 
cobertura en los menores en situación de vulnerabilidad socioeconómica y condicionándola a los 
estudios en el Ciclo Básico; la implementación de la tarjeta alimentaria; la extensión de los programas 
de atención a la primera infancia, con los Centros CAIF, que atienden a niños desde su nacimiento 
hasta los tres años; la reforma del seguro de desempleo y la reforma previsional para flexibilizar el 
acceso a la jubilación. Una reforma importante que me quedó en el tintero es la tributaria, elemento 
crucial directamente relacionado con el Presupuesto y que ha pautado una tríada de criterios de 
justicia, eficiencia y coherencia, con el estímulo a la inversión productiva. 


En síntesis y para cerrar este segundo punto, quiero decir que la estrategia se basó en 
reforzar y compatibilizar simultáneamente la prudencia fiscal, la responsabilidad social y la visión de 
largo plazo, estimulando la inversión y recomponiendo el gasto público, priorizando gastos e 
inversiones estratégicos para el fomento del país productivo e integrado. 


En consecuencia, ¿cuáles fueron los resultados en estas materias durante este período? El 
contexto internacional favorable que hubo hasta el mes de setiembre del año pasado fue aprovechado 
de manera importante para reducir las vulnerabilidades que apuntábamos con anterioridad y que, como 
dijimos, están planteadas en cuatro grupos: financieras, fiscales, productivas y sociales. 


Por ejemplo, en el área financiera, el país tiene un menor endeudamiento y una mayor 
liquidez. Entre los objetivos básicos a los que se ha ido contribuyendo y sobre los que, por supuesto, 
siempre hay que seguir trabajando, está la reducción del peso de la deuda pública neta: estaba en el 
67% en el año 2005, y se redujo a casi la tercera parte -a niveles del 26%- a fines del año 2008. 


Asimismo, el reperfilamiento de la estructura de vencimientos ha sido un segundo objetivo 
muy importante. Podemos hacer la comparación con la situación que existía en los dos primeros años 
de gestión, que fue lo que pautamos al principio de nuestra intervención; si sumamos los dos primeros 
años de gestión, esos vencimientos de deuda equivalían a un 21% del Producto. Hoy podemos decir 


que la necesidad de financiamiento para este año y para el próximo se ubica en tan solo 7% del 
Producto. Y así sigue por algunos años más, por lo que el próximo Gobierno va a tener el horizonte 
despejado en materia de vencimientos de deuda. 


La disminución de la deuda con los organismos multilaterales de crédito fue una política 
seguida por este Gobierno, intentando disminuir la deuda condicionada -lo cual fue conseguido- 
cambiándola por deuda soberana. 


A su vez, se planteó la desdolarización de la deuda como un reaseguro más, de manera de 
reducir vulnerabilidades. En la actualidad, la deuda en moneda nacional pasó del 10% al 28% del 
endeudamiento. Y en cuanto al incremento de la liquidez internacional, los activos de reserva pasaron 
de US$ 2.260:000.000 a fines de febrero de 2005, a US$ 7.363:000.000 en la actualidad, implicando 
triplicar dichos activos de reserva. 


En materia fiscal, se avanzó notablemente en la recomposición del gasto público, todo lo cual 
se hizo en el marco de la responsabilidad fiscal. Esto llevó a que la evolución del indicador de riesgo 
país, que en promedio estaba en 150 puntos por encima de los países emergentes, hoy en día se 
encuentre por debajo de ese valor; inclusive luego de la volatilidad que ha tenido la situación financiera 
internacional con el advenimiento de la crisis financiera internacional. 


El marco general de la política fiscal estuvo dado por la Ley de Presupuesto, la que 
estableció prioridades bien definidas: educación, salud, políticas sociales, infraestructura y seguridad; 
al mismo tiempo, se marcó claramente la necesidad de recuperar la marcada pérdida salarial que 
sufrieron los activos y los pasivos a nivel de salarios y de jubilaciones. 


El déficit promedio entre los años 2005 y 2008 fue del 0,6% del Producto. Y si consideramos 
la proyección -no lo que dice aquí sino la última que establecimos- estaríamos en un poco más del 1% 
para todo el período. Ese déficit se compara muy bien con el de las Administraciones anteriores, y en el 
material están marcadas dichas comparaciones. 


La relación entre el gasto consolidado del Gobierno Central y el Banco de Previsión Social 
con respecto al Producto se redujo en forma sostenida, pasando del 27,7%, en el 2004, a 25,6%. Este 
no es un tema menor; nuestro país ha tenido otros períodos de crecimiento económicos importantes, 
con un crecimiento porcentual del gasto sobre el producto. En este período de Gobierno, el porcentaje 
de gasto sobre Producto se redujo. 


La relación entre Gasto y Producto había mostrado una tendencia sostenida en el pasado, 
habiendo llegado a niveles de casi 29% en el año 2003. Como decía, esto restableció la política fiscal 
como un instrumento eficaz de manejo macroeconómico, lo cual es algo muy importante. 


Cabe destacar la prudencia que guió a la política fiscal durante los tres primeros años, 
aprovechando el momento y determinando que se sobrecumplieran las metas de resultado global del 
sector público previstas en la Ley de Presupuesto para ese período. Esto permitió que se generara un 
margen para desarrollar una política fiscal más expansiva durante los últimos dos años -lo que ya 
estaba previsto en la Ley de Presupuesto original- precisamente en un momento muy particular, con 
una crisis financiera internacional que, según gran parte de los observadores, es la peor desde la de 
1929. Las políticas aplicadas, sin ser anticíclicas, permitieron también, sin lugar a dudas, no tomar 
actitudes procíclicas. Creemos que eso ha ayudado mucho al desempeño que la economía uruguaya 
está demostrando en estos momentos tan críticos para otras economías del mundo. 


En el área social, durante los años 2004 y 2008, la indigencia se redujo a menos de la mitad 
y la pobreza disminuyó en un tercio. Esto significa que 300.000 uruguayos superaron la línea de 
pobreza y que hay 60.000 indigentes menos. Por supuesto, resulta necesario continuar y profundizar 
esta línea de acción, pero el avance en estos cuatro años ha sido muy importante. 


En cuanto al empleo, se crearon 180.000 nuevos puestos de trabajo y se produjo un 
incremento importantísimo en los salarios reales y en las pasividades, por encima del 20%. 


También se verificó un fuerte incremento en el gasto social, lo que ha permitido reforzar las 
redes de protección social. Cabe destacar el aumento del gasto en salud, tanto el correspondiente al 
Ministerio como el de ASSE y el FONASA. El conjunto de gastos vinculados con la protección social 
aumentó sustancialmente, más que duplicándose el conjunto del gasto destinado al INAU, al Mides, al 
INDA y al pago de asignaciones familiares. La educación también vio incrementados sus rubros en una 
proporción cercana al 80% en términos reales, mientras que la seguridad pública tuvo una expansión 
real superior al 70% durante esta Administración. 


En materia productiva el país también ha vivido un período de expansión económica, con una 
tasa de crecimiento del Producto del 32%, acumulada entre 2004 y 2008 -aproximadamente, un 7% 
promedio anual- con un crecimiento sistemático del país -y esto es muy importante- por encima de los 
parámetros registrados en el resto de América Latina, que tuvo un promedio, para ese mismo período, 
de un 5,1%. En 2008, entonces, el Producto de Uruguay es un 19% superior al último máximo 
registrado previo a la última crisis en 1998. 


Con respecto a lo que planteábamos como condición crucial a la hora de mantener un 
crecimiento económico, tal como lo es la inversión, debemos decir que tanto la pública como la privada 
crecieron en este período un 14,4% promedio anual, lo que constituye, reitero, un factor fundamental. 
Dentro de las inversiones públicas se ha trabajado mucho en materia de puertos, energía, 
infraestructura vial, telecomunicaciones, agua y saneamiento, factores que contribuyen directamente al 
crecimiento económico, e indirectamente impulsan las inversiones privadas. La inversión pública en 
infraestructura vial y vivienda se incrementó en este período casi un 80% en términos reales, en tanto 
que la inversión de las empresas públicas creció, también en términos reales, un 140%. En resumen, 
esto implica que la inversión pública se expandió, pasando del 2,4% del Producto en el año 2005, al 
3,7% en el año 2008. La inversión extranjera directa, además, representó un incremento notable 
llegando a cifras récord en el país; incluyendo la inversión de Botnia, la inversión extranjera directa 
superó los US$ 1.400:000.000 anuales en el año 2008, lo que supera diez veces la inversión extranjera 
directa que el país recibía en la década de los noventa. 


Por último, nos referiremos al contexto actual, a la crisis internacional, a su impacto en la 
economía uruguaya y a los márgenes de acción que tendrá el próximo Gobierno. Como dijimos, la 
responsabilidad fiscal establecida en el Presupuesto Nacional y en las posteriores Rendiciones de 
Cuentas, junto al manejo realizado de la deuda, permite que en la actualidad no seamos procíclicos 
ante la crisis que viene caracterizando a la economía internacional. En este sentido, no solo no se han 
tomado medidas de ajuste, sino que de manera sistemática -en diciembre, enero, febrero, marzo y 
junio- se han adoptado decisiones concretas que atienden a la realidad de la economía nacional 
afectada por la crisis financiera internacional. Esta, básicamente, se manifiesta a través de la 
importante caída de demandas en cinco o seis sectores de actividad, y de la baja pronunciada de 
precios a niveles internacionales desconocidos en el 2008. 


Con respecto a ese tema, quiero hacer un paréntesis para decir que cuando vemos las 
cifras del comercio exterior uruguayo y las comparamos con las del año anterior, debemos tener en 
cuenta, justamente al hablar de valores, que los niveles de precios que tenían algunos sectores eran 
absolutamente superiores a los que existen en el día de hoy. Por lo tanto, si realizáramos esa 
comparación -tanto la interanual, como la acumulada en el año- nos darían que todo el año vamos a 
estar por debajo de las exportaciones del año pasado, por un tema de precios. No obstante, cuando 
hacemos el análisis según las cantidades, eso es diferente. El responsable del manejo 
macroeconómico, la consistencia del conjunto de las políticas económicas y de las reformas 
estructurales implementadas por el Gobierno, potenciaron el desempeño de la economía. La economía 
uruguaya ha sido menos afectada por esta crisis que el resto de las economías de la región. Aclaro que 
esto no lo decimos nosotros, sino que lo admite cualquiera del resto de los analistas que, a nivel 
internacional, están observando la realidad económica. La situación productiva que encontrará el 
próximo Gobierno, entonces, será muy diferente a la que recibió la presente Administración. 


En cuanto al tema social, las políticas llevadas adelante han permitido construir y consolidar 
redes de protección social, lo que ha ayudado también en el breve lapso de este último año a 
contrarrestar los efectos de la crisis internacional. 


Por lo tanto, el próximo Gobierno enfrentará una situación mas descomprimida desde el 
punto de vista social, con ese déficit social notoriamente más acotado y con mejores herramientas para 
continuar atendiendo las necesidades de los sectores más vulnerables de la población. 


En materia financiera, la economía uruguaya también presenta una gran fortaleza, como 
decíamos, producto de la adecuada gestión de la deuda y ello, junto con el horizonte despejado en 
materia de necesidad de financiamiento para los próximos cinco años, aumenta también notoriamente 
el margen de acción que tendrá la próxima Administración. 


En síntesis y para terminar mi intervención -dando luego paso al Subsecretario y al Jefe de 
las Políticas Macroeconómicas que van a hacer algunos aportes- diría que este Gobierno entregará a 
la nueva Administración que asuma en marzo de 2010 una situación muy diferente a la que encontró al 
comenzar su gestión en marzo de 2005, con un panorama financiero despejado para los próximos 
años, con una adecuada situación de las cuentas públicas y avances significativos en materia 
productiva y social, todo lo cual amplía los márgenes de maniobra con los que contará la próxima 
Administración. 


Sin duda que en el actual contexto internacional, caracterizado por una elevada 
incertidumbre -pese a que en los últimos meses, desde que fue elaborado este informe, la crisis 
financiera internacional está mostrando a nivel de los diferentes análisis e indicadores una perspectiva 
de salida y de crecimiento en buena parte del mundo- persisten riesgos asociados a una mayor 
profundidad y duración de esta crisis al cierre de los mercados de capitales; este es un tema muy 
importante, principalmente para los países emergentes en relación con la adopción de medidas 
proteccionistas, situación que ya estamos viviendo a nivel mundial. 


No obstante ello, las fortalezas construidas en estos últimos años permitirán que el próximo 
Gobierno pueda enfrentar esta coyuntura de mejor manera, evitando que se vean afectadas 
significativamente las condiciones de vida de los uruguayos. 


Solicito al señor Presidente que le otorgue la palabra al señor Subsecretario. 
Muchas gracias. 


SEÑOR MASOLLER.- En esta presentación que se está haciendo del tema, y profundizando en 
algunos de los aspectos que abordó el señor Ministro, quiero detenerme en los más vinculados al 
proyecto de ley de Rendición de Cuentas, concretamente a los fiscales, porque entendemos que al fin 
de un período de Gobierno es muy importante explicitar cuál ha sido la estrategia en las materias fiscal 
y presupuestal. Al mismo tiempo, marcaré cuáles son las fortalezas que presentan las cuentas públicas 
en este momento, que contrastan significativamente con la situación de fragilidad en que se 
encontraban al inicio de esta Administración. Me concentraré, pues, en resumir cuál ha sido la 
evolución de las cuentas públicas en este quinquenio, o sea, de los ingresos y de los gastos en el 
sector público. Además, haré algunas consideraciones sobre el resultado global del sector público en 
este período y en torno a algunos elementos vinculados a una comparación internacional, a los efectos 
de ubicar la situación uruguaya en ese contexto. 


Por el lado de los ingresos públicos, en este período de Gobierno hemos asistido a una 
reducción de la carga tributaria de aproximadamente un 1,5% del Producto Interno Bruto. Si se 
comparan los ingresos totales del sector público de 2004 con la estimación de ingresos de 2009 - 
ambos expresados en términos del Producto Interno Bruto- se observa una caída de la presión fiscal, 
medida del lado de los ingresos, de aproximadamente 1,5 del Producto. 


¿Cómo se explica esa reducción de ingresos? Básicamente, ahí juega un conjunto de 
acciones discrecionales del Gobierno tendientes a reducir la carga impositiva. A modo de ejemplo, cabe 
señalar que la reforma tributaria implementada a fines de 2007 tuvo una estimación de reducción de 
impuestos de 1% del PIB. Este es un cálculo que hace la DGI para saber cuánto se hubiera recaudado 
si no hubiera habido reforma tributaria y cuánto efectivamente se recaudó luego de su puesta en 
práctica. A partir del cálculo de las ganancias obtenidas por los nuevos impuestos creados por la 


reforma tributaria -básicamente el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas y el Impuesto de 
Asistencia a la Seguridad Social- y la eliminación de un conjunto de dos tributos, más la reducción del 
IVA y la eliminación del COFIS se produce una reducción neta de la carga impositiva de1% del PIB. 


A esto se le suma un conjunto de medidas adicionales que también implicaron una reducción 
de la carga tributaria. Entre ellas es importante destacar la eliminación de las comisiones a las 
importaciones del BROU -se trata de una tasa estadística que cobraba el Banco República y que 
funcionaba como un arancel- que tuvo un costo de 0,3% del PIB; los cambios en la reforma tributaria, 
tanto las modificaciones en el IRPF como su sustitución en el caso de los jubilados por el |ASS, que 
significaron una reducción y una pérdida fiscal de aproximadamente 0,4% del PIB; y la reducción del 
IMESI a las naftas, equivalente a un 0,2% adicional. 


Finalmente, debemos citar los cambios en el régimen de promoción de inversiones que, a 
partir de la nueva reglamentación de la Ley de Promoción de Inversiones, significó una renuncia fiscal 
importante, sobre todo en el Impuesto a las Rentas Empresariales y en el Impuesto al Patrimonio, todo 
ello estimado en un 0,3% del PIB. 


En resumen, hay que decir que durante todo este período, el Gobierno fue reduciendo la 
carga impositiva a través de un conjunto de medidas que significaron aproximadamente una carga 
tributaria para los uruguayos de 2,5% del PIB, o sea, menor. ¿Cómo se compensó esa pérdida fiscal? 
Fundamentalmente, se compensó por ganancia de eficiencia en la DGI y en el BPS. 


De acuerdo con la propia estimación de la DGI, entre 2002 y 2008 la evasión en el IVA se 
redujo a la mitad como resultado de un significativo esfuerzo de mejora de eficiencia en su recaudación 
y, en consecuencia, una ganancia muy importante de recursos fiscales. Ese esfuerzo se tradujo en 
metas muy ambiciosas y en los compromisos de gestión firmados por esta Administración con la 
Dirección General Impositiva. El hecho de que se fijen metas estrictas de recaudación con oficinas 
recaudadoras representa un nuevo aspecto de este Gobierno. 


Con respecto al Banco de Previsión Social, también hubo una ganancia muy importante en la 
recaudación, no por medidas discrecionales, sino por un mayor control y una gran reducción del 
informalismo. En dicho organismo se crearon aproximadamente 330.000 puestos cotizantes, un 
número realmente impactante y significativamente mayor a los 200.000 que se crearon. Es decir que 
hubo una formalización de actividades muy significativa, que también contribuyó a una mayor 
recaudación. 


En términos generales, en el período los ingresos presentan una tendencia descendente que 
se explica por una fuerte reducción de impuestos, por medidas discrecionales -básicamente, reforma 
tributaria, cambios en esta reforma y mayores incentivos a la promoción de inversiones en el sector 
empresarial- y por una mayor eficiencia de las oficinas recaudadoras. 


Tal como planteaba el señor Ministro, durante este período de Gobierno el gasto público total 
se ha venido reduciendo en forma significativa; se estima que entre los años 2004 y 2008, en términos 
de Producto Interno Bruto, dicho gasto cayó entre un 2% y un 2,5% del PIB. Esta tendencia se 
observa tanto a nivel global del sector público como del Gobierno Central y del Banco de Previsión 
Social y contrasta fuertemente con lo que fue la tendencia creciente durante toda la década de los años 
noventa. Esta reducción se explica, fundamentalmente, por la caída de la carga de intereses de la 
deuda. El gasto primario permaneció prácticamente constante en ese período, pero hubo una 
reducción muy fuerte de más de dos puntos porcentuales en la carga de intereses. 


Todos los componentes del gasto aumentaron mucho en términos reales. Las pasividades 
tuvieron un aumento real del 21% entre el 2004 y el 2009, lo que no se observaba desde antes de la 
década de los noventa, cuando sí lo hubo. 


El componente de transferencias es el que más crece, al 1,5% del PIB, y refleja mayores 
recursos destinados al Seguro de Enfermedad, al FONASA, al Plan Ceibal, mayores prestaciones 
activas del Banco de Previsión Social -básicamente, Asignaciones Familiares- y a Gobiernos 


Departamentales, ya que existe una política clara de este Gobierno de aumentar estas transferencias 
en función del aumento en la recaudación. Entonces, repito, como la recaudación aumentó por medio 
de la actividad, eso se trasladó automáticamente a mayores transferencias a los Gobiernos 
Departamentales. 


Las inversiones aumentaron muy significativamente con respecto al punto de partida, 
alcanzando aproximadamente 1,5% más en el 2009 respecto de 2004, lo que representa que el 
Gobierno está volcando US$ 500:000.000 más a inversiones clave, tanto en las empresas públicas 
como en el Gobierno Central. Entre las inversiones más importantes de las empresas públicas, 
debemos destacar la de las centrales de generación eléctrica en Punta del Tigre, la de la ampliación de 
la Central Batlle, la relativa a la interconexión eléctrica con Brasil, la que tiene que ver con la sexta 
línea de bombeo para la ciudad de Montevideo y los proyectos de saneamiento en la Ciudad de la 
Costa y en Maldonado. Por su parte, este año comienza una inversión muy importante en una planta 
desulfurizadora de ANCAP y se modernizan sus plantas de portland. En el caso de ANTEL, se está 
haciendo una inversión muy importante para el cableado de fibra óptica en el interior del país, la mejora 
de la conexión internacional y la conectividad de la telefonía celular. Finalmente, en los puertos se ha 
verificado un cambio realmente significativo con un aumento muy marcado en las inversiones de 
dragado y de infraestructura. 


Como resultado de lo expuesto, este período de Gobierno va a terminar con un déficit fiscal 
mayor al programado en el Presupuesto Nacional que se debe, fundamentalmente, al mayor nivel de 
inversiones públicas y al déficit generado por el costo en generación energética. Básicamente, si el 
resultado fiscal estructural del Gobierno se controla por estos dos factores, es decir, por factores 
extraordinarios y por el aumento de la inversión, se observa que se encuentra prácticamente en línea 
con lo comprometido en el Presupuesto Nacional. Importa destacar que si se compara el resultado del 
Gobierno del 2,6% del PIB de déficit para este año con la situación internacional, obtenemos un 
resultado muy favorable. A nivel internacional, en los países desarrollados observamos aumentos de 
déficit fiscal significativamente mayores a los que se registraron en nuestro país. Para dar una idea, 
entre 2007 y 2009 los países desarrollados de la OCDE aumentaron su déficit fiscal en un estimado de 
un 6% del Producto, mientras que el Uruguay estaría aumentando su déficit en ese período, como 
consecuencia de los fenómenos ya mencionados -la sequía y la desaceleración de la recaudación de la 
DGI por el menor nivel de actividad económica- en apenas 2,5% del PIB, es decir, en un porcentaje 
que representa menos de la mitad del que se dio a nivel internacional. Quiere decir que las cifras 
fiscales del Uruguay, tanto a nivel de déficit como de deuda pública, se comparan muy favorablemente. 
Los países desarrollados están promediando un nivel de deuda pública del 90% al 100% del PIB, y 
nuestro país, según el último dato disponible del Banco Central, tiene una deuda pública de 25% del 
PIB y va en descenso; esto lo ubica bastante por debajo del 40% del PIB, que es el valor que usan los 
organismos internacionales para decir que un país tiene problemas de deuda. Actualmente, el Uruguay 
tiene una deuda neta significativamente menor a ese 40% que, reitero, es el valor a partir del cual se 
empiezan a generar preocupaciones en las cuentas públicas de los países. 


En resumen, durante este Período de Gobierno se ha mantenido una política muy prudente 
del gasto público, ya que en los primeros cuatro años del Gobierno ha crecido menos que el PIB. 
Mientras que éste creció el 32% real, el gasto público total lo hizo en un 24% real. También aumentó el 
gasto primario y las inversiones, pero esto se compensó de manera más que suficiente con la 
reducción de los intereses de la deuda pública. 


En síntesis, tenemos una situación mucho más manejable a nivel fiscal y un déficit que, si 
bien no es el inicialmente previsto en el Presupuesto Nacional, es manejable y estructuralmente más 
bajo, pues tiene un conjunto de factores extraordinarios en el resultado del año 2009 que deberían 
contribuir a mejorar las cuentas públicas en el año 2010. 


Por último, por el lado de los ingresos públicos -es algo muy importante porque no se ha 
estudiado en forma adecuada- el Gobierno ha reducido significativamente la carga tributaria para la 
población. Es decir que una parte muy importante de los recursos generados por el fuerte crecimiento 
económico en este período de Gobierno se ha destinado a reducir la carga tributaria para la población. 


Es cuanto quería manifestar, y si el señor Presidente lo permite, cedería el uso de la palabra 
al Jefe de la Asesoría Macroeconómica. 


SEÑOR BORCHARDT.- Queremos terminar esta presentación haciendo una breve referencia al 
Presupuesto como herramienta de gestión y a cómo se lo ha utilizado durante este período como forma 
de encauzar las discusiones, en el sentido de que se ha basado en el escenario macroeconómico que 
se preveía, se ha ido ajustando gradualmente en la medida en que el escenario iba mejorando -así fue 
en las sucesivas Rendiciones de Cuentas- y cómo sirvió para ir orientando el gasto hacia las áreas que 
habían sido definidas como prioritarias y que fueron mencionadas anteriormente. O sea que el 
Presupuesto realmente se usó como una herramienta, los créditos presupuestales que ha aprobado el 
Parlamento efectivamente se fueron cumpliendo, no se establecieron trabas administrativas a eso y se 
mantiene la herramienta del tope, que entendemos muy valiosa justamente para situaciones de 
excepción. De todas formas, no se ha hecho uso de esta herramienta, salvo en el año 2005, cuando se 
recibió un Presupuesto heredado. 


Se ha entendido que la planificación es una herramienta central y también se ha hecho uso 
de ella para compatibilizar el aumento de los productos presupuestales como forma de ir acelerando la 
gradualidad -en la medida en que el Gobierno iba percibiendo más recursos- en la obtención de los 
objetivos fijados. Los recursos fueron destinados básicamente a los organismos que ustedes conocen, 
es decir: los créditos presupuestales de Salud Pública y ASSE, que se duplicaron en términos reales 
entre los años 2004 y 2009; el INAU tuvo un aumento de más del 80% en términos reales; el Ministerio 
del Interior tendrá un incremento cercano al 75%, también en términos reales; la Universidad de la 
República obtendrá un aumento del 70% y los restantes Incisos de la Administración Central y los 
Organismos del artículo 220 de la Constitución de la República tendrán un incremento del orden del 
47% o 50% en términos reales. 


En cuanto a la ponderación de quién recibe más recursos, qué participación se ha tenido en 
el incremento de los recursos, podemos decir que la Universidad y ANEP son los que más han 
participado en el total; no me refiero a la variación presupuestal, pero sí al conjunto de los recursos que 
se han recibido. 


Estas comparaciones no tienen en cuenta algunos gastos que van por el Inciso 24, que son 
Créditos Diversos, como pueden ser las transferencias a las Intendencias, el Plan Ceibal o los aportes 
para el FONASA. Justamente, la reducción en el peso de los intereses y en las transferencias a la 
seguridad social ha permitido que este incremento de recursos orientado hacia las áreas prioritarias 
fuera compatible con un criterio básico de responsabilidad fiscal en cuanto al incremento del gasto, que 
se mantuvo -en términos del Producto- por debajo de los niveles del año 2004. 


En la exposición de motivos de la Rendición de Cuentas se brINDA información bastante 
clara y legible; entendemos que esto es un valor agregado porque se ha puesto mucho énfasis para 
que se puedan entender los cuadros, los créditos y transparentar, realmente, lo que se ha hecho. Los 
anexos habituales son bastante difíciles de entender y se ha puesto un especial cuidado para que los 
señores Senadores también pudieran comprender los números que estamos manejando. 


La compatibilidad entre los créditos presupuestales y la gestión financiera es un tema bien 
importante porque hay dos formas de no respetar dichos créditos: a través de topes y no pagando a los 
proveedores una vez que se les compró lo que la Administración Central autorizó. Por tanto, la deuda 
flotante -que es la que se mantiene con los proveedores- era bastante importante, ya que en el año 
2004 alcanzaba al 0,8% del Producto, pero en este momento se ha reducido al 0,2%. Quiere decir que 
el Estado se ha ordenado en relación a sus proveedores, está comprando mejor y los proveedores 
saben que cumple con ellos. Destaco que esto no era así y había algunos incisos como, por ejemplo, el 
Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay o el Poder Judicial que ni siquiera recibían ofertas porque 
los proveedores no creían en las fechas de pago y había deudas con cuatro y cinco años de atraso. En 
este momento esta situación se ordenó completamente, luego de un proceso largo que comenzó en 
2005. Como primer paso se reconocieron deudas que ni siquiera estaban registradas 
presupuestalmente: con organismos internacionales, con el Fondo de Subsidio Forestal, con el Banco 
de Seguros, con el Banco República y con el Servicio 222; luego, en el año 2007, en el marco del 
proceso de consolidación fiscal, se terminó con la puesta al día de la mayor parte de las deudas de los 


Incisos. En este momento, en el marco de la planificación que se realiza con los Incisos, se ha 
ordenado el proceso de pago y entendemos que esta es una política de Estado que sería saludable 
mantener hacia el futuro, en tanto es importante conservar la reputación en lo que tiene que ver con las 
condiciones de pago. Digo esto porque una vez que se pierde, cuesta mucho volver a recuperarla. 


Por otro lado, también se muestra la ejecución del año 2008 y no de todo el período, puesto 
que ese es el objeto habitual de las Rendiciones de Cuentas. Como podrán ver, las inversiones han 
crecido en forma importante, casi en un 50% en el último año, y los gastos de funcionamiento crecieron 
en un 13% en términos reales en ese mismo período. También se presenta el grado de ejecución de 
los distintos Incisos y se rinde cuenta -tal como lo hemos hecho desde el año 2005- de los incrementos 
presupuestales que el Ministerio de Economía y Finanzas ha autorizado en el marco de la habilitación 
que le da el Poder Legislativo por lo que normalmente se llama “refuerzo de rubros”. 


En cuanto a la ejecución de los gastos en el promedio de los Incisos, estamos en un 91% en 
materia de gastos de funcionamiento y, en lo que tiene que ver con las inversiones, se ha alcanzado el 
87%. Algunos de los grandes Incisos en materia de inversiones, como puede ser el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, la Universidad de la República y el INAU, han ejecutado cerca del 100%. 
Otros, si bien no han ejecutado el 100% del rubro, han incrementado notoriamente sus ejecuciones, 
como por ejemplo, la Administración de Servicios de Salud del Estado y el Ministerio de Defensa 
Nacional. Es de destacar que en el marco de estos incrementos, como se está mostrando todo el 
período, se podrá advertir que hay algunos Incisos, como el Instituto del Niño y Adolescente del 
Uruguay, que en el año 2004 habían comenzado con niveles de inversión extremadamente reducidos, 
ya que apenas invertían US$ 300.000 o US$ 400.000. En este último año, este Instituto sigue 
invirtiendo poco, pero de todos modos la cifra es muy superior a la de aquel momento, puesto que en el 
2008 invirtió US$ 83:000.000. 


Otro Inciso que llama especialmente la atención es la Administración de Servicios de Salud 
del Estado, que atiende a 1:200.000 o 1:300.000 usuarios y que en el 2004 apenas invertía $ 
82:000.000. En este último año, en cambio, ha invertido alrededor de $ 900:000.000. Quiere decir que 
en términos corrientes la inversión se ha multiplicado por diez, con la finalidad de atender al número de 
usuarios que hemos mencionado. 


Reconocemos que en materia de gasto queda mucho por hacer y que hay que mejorar la 
calidad del gasto, pero entendemos que se han sentado algunas bases mínimas. Si los maestros, los 
auxiliares de enfermería o los policías recibían un sueldo de aproximadamente $ 5.000 o $ 6.000, 
difícilmente podríamos tener una seguridad adecuada, una educación mínimamente aceptable o una 
asistencia médica en los hospitales públicos que pudiera considerarse buena. Entendemos que se ha 
avanzado mucho en esa materia, pero aun queda mucho por hacer. 


SEÑOR MINISTRO.- Luego de la presentación, quedamos a disposición de los integrantes de la 
Comisión para contestar las preguntas que deseen formular. 


SEÑOR ALFIE.- Señor Presidente: a veces, uno se siente tentado a debatir, pero ese no es el 
propósito de esta reunión y, por lo tanto, vamos a hacer algunas puntualizaciones, aunque no todas las 
que quisiera -para no aburrir- pero sí seguramente las que entiendo más relevantes sobre las 
expresiones aquí vertidas. Luego voy a hacer una serie de preguntas, básicamente para chequear 
alguna información pública que no se condice con los Anexos y con la información blindada en la 
Rendición de Cuentas o, por lo menos, con ciertos dichos públicos de algunas autoridades -me 
gustaría saber por qué surge esa diferencia- y con algunas expresiones numéricas vertidas por el 
señor Subsecretario, Economista Masoller. 


La primera puntualización que quiero hacer tiene que ver con la situación de vulnerabilidad, 
fragilidad y restricción financiera del principio del Gobierno contra la no vulnerabilidad, fortalezas y no 
restricciones financieras actuales. Todas las cosas admiten opiniones, pero creo que hay que observar 
la realidad en perspectiva; técnicamente hay que ponerse en perspectiva. Cuando se entregó la 
Administración pasada, había un superávit fiscal de tendencia; porque si bien el déficit del último año 
era del 1,4% del PBI, cuando uno miraba los últimos meses era más que claro que aun habiendo 
hecho una reducción importantísima en los impuestos, cada vez era mejor y mejor, y en los últimos 6 u 


8 meses la situación era de superávit fiscal de tendencia. De hecho, el Gobierno llega a esa situación 
en el primer año, precisamente porque esa era la situación que quedó y no había nada que tocar. Esto 
se conjugó con una doble situación. Me refiero a la apertura de los mercados internacionales de crédito 
-pues ya teníamos crédito internacional; de hecho, lo tuvimos cinco meses después de haber realizado 
el canje de deuda, en una emisión inédita hasta ese momento en los mercados emergentes- sin 
necesidades adicionales de fondos -ya que lo único que había que hacer era tratar de renegociar la 
deuda- y donde los vencimientos no se concentraban en la deuda privada sino en la deuda con los 
organismos. Lamentablemente, el señor Senador Astori se retiró, pero él sabe bien cuál era la situación 
con los organismos, cómo todo quedó negociado y que solo había que decir qué renegociar. No se 
trataba de una situación en la que los vencimientos eran tales, aunque facialmente sí aparecían, 
porque estaba todo negociado y, de hecho, durante el verano, el Gobierno entrante llenó los conceptos 
pero no los números, tanto con el Fondo Monetario Internacional como con el Banco Mundial y con el 
Banco Interamericano de Desarrollo. 


Por lo tanto, por ningún lado veo la situación de fragilidad, y mucho menos la restricción 
financiera. Además, el superávit primario era alrededor del 4,2% o 4,3% del Producto. Pero, ¿cómo va 
a quedar ahora la historia? Va a decir que no tenemos superávit primario, que tenemos un déficit del 
orden de US$ 1.000:000.000 -número más, número menos, dependiendo de cuánta plata se le pueda 
sacar al BROU, que parece ser la variable de ajuste en estos momentos- y que, además, el año que 
viene tendremos vencimientos entre el Banco Central y el Gobierno Central -es el mismo número que 
planteaban nuestros invitados- en números gruesos, del orden de los US$ 2.100:000.000 o 
US$ 2.150:000.000. Ahora bien, esta cantidad hay que renovarla y, con seguridad, se podrá hacer 
razonablemente. El problema es que hay que agregarle el déficit corriente, y en aquel entonces no 
había que presionar por recursos adicionales, que son bastante más difíciles de obtener que el 
“rollover” de la deuda. Esta es la primera puntualización que quería hacer, que me parece 
absolutamente relevante. 


La segunda tiene que ver con el monto del endeudamiento y, sobre todo, los niveles 
comparados con el PBI, tomando el importe de deuda neta. Todos o, por lo menos, quienes nos 
creemos que entendemos cómo se elaboran las estadísticas, sabemos cómo es la metodología. Hoy 
tenemos que mirar los pasivos contingentes de la planilla de liquidez del Banco Central para ver que 
hay US$ 4.000:000.000 que son pasivos, pero que no se cuentan como tales para la medición de la 
deuda y sí se cuentan como activos porque están en la reserva; básicamente, son los depósitos del 
sistema financiero, precisamente, en el Banco Central. Estamos hablando de US$ 4.000:000.000, casi 
catorce puntos del PBI. 


A su vez, no estamos contando como deuda un sinfín de deudas que tienen las empresas 
públicas a través de sus sociedades anónimas colaterales que, si bien no sé cuántas son, seguramente 
representan algún punto del PBI. Digo esto porque, por ejemplo, las deudas que tienen algunas 
sociedades de las empresas públicas y también la Corporación Nacional para el Desarrollo -que 
tampoco está adentro- es deuda pública y no aparece como tal. 


Como activo contamos, compensando cosas, por ejemplo, con créditos de ANCAP que son 
absolutamente incobrables y que sabemos que no se van a cobrar nunca en la vida. El más notorio de 
estos casos quizás sea el de ALUR. Habría que revisar los balances para ver cuántos créditos hay que 
contamos como activos y que reducen la deuda neta. 


Por lo tanto, realmente, la deuda neta está considerada con estas enormes cifras en el 
medio, la mayor de las cuales es la de los depósitos de la banca, que figuran como activos de reserva 
y reducen la deuda neta pero no se toman como pasivos, lo que no tiene mucho sentido. No estoy 
diciendo que esté mal medida la deuda -está bien porque así son las estadísticas y de esa manera se 
mide a nivel internacional- sino solo que hay que tener mucho cuidado con el indicador. No se puede 
decir eso alegremente porque, además, no es comparable con lo que pasaba cuatro años atrás cuando 
los depósitos en el Banco Central eran muy inferiores. 


La otra precisión tiene que ver con el tema del gasto global. Tampoco me parece razonable 
medir el gasto global contando los intereses, porque lo que hay aquí es el gasto discrecional. Como 
forma de expresión fiscal global está correcto; ahora bien, todos sabemos que tenemos un tipo de 


cambio real absolutamente deprimido en términos históricos. Como me dijo un amigo: “Si comer en 
Estados Unidos es más barato que en Uruguay, ya sabemos lo que va a pasar, en algún momento”. Y 
eso está pasando hoy, por lo que todos sabemos que está financiando algo que, en algún momento, se 
desfinanciará solo. Entonces, la ratio salta y todos quedamos colgados del pincel. 


Por lo tanto, tampoco es correcto, desde mi punto de vista, aplicar esa forma de medir. Se 
trata de un exceso de gasto, financiado con la caída del tipo de cambio real. Estamos hablando de una 
caída feroz del tipo de cambio nominal, porque en el año 2004 el tipo de cambio promedio fue, si no 
estoy equivocado, de 28,70, mientras que este año el tipo de cambio promedio será de algo más de 23, 
con una inflación acumulada en el medio de más de 30%. Entonces, es una caída muy importante del 
tipo de cambio real, medido contra lo que se quiera medir y por más que la región nos esté dando 
cierto aire en estos momentos. 


El otro problema tiene que ver con el tema de las exportaciones. La “mercosurización” de las 
exportaciones es un drama para el Uruguay en estos momentos. Se están “mercosurizando” aun 
cuando estamos exportando fuera de la región los commodities tradicionales que le exportábamos a 
Brasil. Cuando medimos las exportaciones de valor agregado, constatamos que estas se han achicado. 
Me refiero al valor agregado en el sentido industrial, de trabajo y conocimiento. Es evidente que 
cualquier exportación agrícola es cien por ciento de valor agregado. Hago esta referencia desde ese 
punto de vista y no en el sentido estricto de lo que es el valor agregado en términos económicos. 
Reitero, el gasto discrecional no se reduce, sino que aumenta. 


Volviendo al primer tema que omití, relativo al riesgo país -tenía una gráfica al respecto, pero 
no la pude encontrar- debo decir que cuando se entregó el Gobierno se estaba por debajo del valor 
correspondiente a Brasil. Inclusive, creo que estaba por debajo o era parecido al promedio de los 
países emergentes, pero hoy estamos por encima de Brasil. Esto no es una crítica, sino un hecho real. 
En todo caso, me da la sensación de que no hay diferencias importantes. 


Con respecto a los gastos y las inversiones, personalmente no comparto la teoría de que 
medir las cosas por el gasto sea algo muy bueno. En realidad, las cosas hay que medirlas por el 
resultado, porque expresar que gasté tanto más e invertí en determinada cosa, no me dice nada. 
Puedo haber gastado en forma fenomenal el dinero o haber tenido un incremento fenomenal de la 
cantidad del gasto, y el rendimiento puede ser muy magro, cosa que personalmente creo que está 
pasando, en especial en la enorme mayoría de los sectores que se han mencionado aquí. Creo que la 
educación y la seguridad pública son dos casos absolutamente paradigmáticos en el sentido de la mala 
aplicación. 


Se aseveró que hubo una caída de la presión tributaria de 1,5% del Producto. 
Personalmente, tomo los rubros de presión tributaria, o sea, los de impuestos propiamente dichos -que 
están publicados desde el año 1999 y tengo armada una serie más larga desde hace mucho tiempo- y 
veo que la Dirección General Impositiva tenía, como ingresos, el 15,4% del Producto Bruto Interno a 
fines del año 2004 y principios del 2005, y hoy tiene el 16,6%. Eso da un 1,2% del Producto Bruto 
Interno. El Banco de Previsión Social tenía ingresos globales, sin considerar el IRP de aquel entonces, 
equivalentes a 4,5% del PBI, y hoy tiene un 5,8%, lo que da un 1,3% más, naturalmente sin considerar 
el actual IRPF. En total da + 2,5%. Si quito el IRP que existía en aquel momento, que era un punto del 
Producto, y la diferencia de ingreso por comercio exterior, que es 0,2% o 0,25% -como quieran- me da 
un 1,2% más de ingresos tributarios al comenzar este Gobierno y no un 1,5% menos. La verdad es que 
no sé dónde está la diferencia. Los organismos recaudadores son esos; esa es la recaudación. 


Me parece que de las inversiones de las empresas públicas no corresponde hablar, pero 
tengo mis serias reservas sobre el tema. 


Ahora voy a formular las preguntas. 


El anterior Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto dijo que el número de 
funcionarios públicos no había aumentado, sino que habían existido regularizaciones. Sin embargo, en 
el cuadro de la Oficina Nacional del Servicio Civil al 31 de diciembre de 2008 se entiende lo siguiente. 


Del total de funcionarios al 31 de diciembre de 2004: funcionarios propiamente dichos, 229.454; 
becarios, pasantes, arrendamiento de obras, etcétera, 11.925, lo que da un total de 241.379 
funcionarios. Del total de funcionarios al 31 de diciembre de 2008: funcionarios propiamente dichos, 
242.920 -contra 229.454, da alrededor de 13.500 más-; becarios, pasantes, arrendamiento de obra y 
otros, 13.047 -contra 11.925, resultan unos 1.100 más- lo que nos arroja como conclusión un total de 
14.600 funcionarios más. En consecuencia, estos números están mal o la afirmación que se ha hecho 
es incorrecta; no hubo un cambio por regularizaciones, sino que efectivamente se produjo un aumento 
-y muy considerable- del número de funcionarios. Dicho sea de paso, estos números no son 
comparables porque la cifra del año 2004 de 229.454, en realidad, no es el número de funcionarios 
estrictamente hablando, sino el número de cargos ocupados y hay duplicaciones, sobre todo por los 
cargos docentes. Ahora bien, en el año 1993 había 274.000 funcionarios, pero si tomamos 
estrictamente el número de funcionarios en 1993 ó 1994, vemos que había 256.000 y la cifra bajó a 
213.000 en el 2004. 


La segunda pregunta refiere a otra afirmación que se ha hecho en el sentido de que el Banco 
de Previsión Social, el año pasado, tuvo superávit. Más allá de que considero que la afirmación en sí 
misma es un chiste de mal gusto, contando todos los recursos afectados al Banco de Previsión Social - 
que son más de US$ 1.500:000.000- el cuadro presentado aquí, que inclusive registra también a las 
cajas paraestatales -número 60, página 86 del tomo de resúmenes- habla de una asistencia financiera. 
Después del IVA, de la sustitución del COFIS, de algo relativo a loterías, pensiones graciables y otras 
cosas más -que se dice que se financiaron con Rentas Generales y no con el Banco de Previsión 
Social, aunque todos sabemos que es lo mismo- igual se habla de un déficit de $ 2.500:000.000 y no 
de un superávit para el año 2008, tal como aquí se ha manifestado. De hecho, el déficit del Banco de 
Previsión Social, considerando los aportes patronales del Gobierno como algo genuino de ese 
organismo -podríamos dar esto por bueno- fue de $ 28.000:000.000. Pero aun considerando todo lo 
demás -la transferencia de los siete puntos de IVA, el COFIS, etcétera- hay $ 2.519:279.000 de déficit. 
Esa es la otra pregunta: acá se afirmó que hubo superávit, mientras que este cuadro oficial revela que 
hubo déficit. 


La tercera pregunta refiere al resultado realmente extraordinario del Gobierno, cuya principal 
causa obedece a la capitalización del Banco Central; de los US$ 29.000:000.000, en números globales, 
US$ 27.000:000.000 corresponden a ese factor. Ahora bien; si no estoy equivocado, cuando se hizo el 
canje de deuda el año pasado, se dijo que ello redundaría en varios millones de dólares de utilidades, 
etcétera. Sin embargo, en la página 91, en el Tomo 1, se alude a las pérdidas extraordinarias -en los 
conceptos dos y tres- por la recompra y el canje, y se dice que entre ambos suman $ 1.765:000.000, 
algo así como US$ 90:000.000. No sé, en este caso, como se compatibiliza una cifra con la otra. 


Quería hacer otra consulta o, más bien, expresar una curiosidad. El año pasado hubo una 
transferencia importante en el mes de diciembre a la Agencia Nacional de Vivienda, que salió del Rubro 
Inversiones del Gobierno Central y que, por supuesto, no es inversión en vivienda porque, por lo 
menos hasta este año, la Agencia no muestra ninguna ejecución. La pregunta es con respecto a esa 
transferencia de varios millones de pesos, del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente o del Inciso 24, que figura en Inversiones, pero claramente no es una inversión porque no 
está ejecutada; es una asignación contable en un rubro, una transferencia de corte bancario. 


Por último, quiero hacer una afirmación. Se dijo que la reforma tributaria era para afirmar la 
justicia tributaria, etcétera; sin embargo, cuando apreciamos los números del año 2008, realmente 
llama la atención lo siguiente: el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas en todas sus categorías 
sumó $ 16.126:000.000, mientras que el Impuesto a la Renta de las empresas alcanzó $ 
5.373:000.000, es decir, un tercio. Como dije, esto lo dejo como una afirmación, ya que se desprende 
claramente de los cuadros. No me parece que esta sea una forma interesante de hacer justicia 
tributaria, y es un comentario que quería hacer al respecto. 


SEÑOR MINISTRO.- Antes que nada, en materia de criterios generales, quiero decir -quizás es una 
obviedad- que no se trata de cuestiones personales sino de comparar gestiones en el caso que 
corresponda y de analizar las diferentes políticas que se llevan adelante en los distintos períodos. Digo 
esto porque, naturalmente, lo que contribuya a mejorar la situación es bueno en cualquier Gobierno, 
sea del color que sea y en el período que sea. Por lo tanto, no desconocemos que ha habido acciones 
y esfuerzos, como es el caso del señor Senador Alfie en el último período de un Gobierno, después de 


una crisis complicada. Entonces, en ese sentido, las comparaciones se hacen en base a los números y 
estos -tal como lo ha dicho el señor Senador Alfie en su exposición- están bien medidos. ¿Por qué? 
Porque estamos aplicando los criterios de medición que se aplicaron siempre. Como todos somos 
seres críticos, por supuesto que podemos sentarnos a cuestionar los criterios de medición. Sin lugar a 
dudas que podemos hacerlo. Es más, en términos de crecimiento del país, es importante cuestionarse 
todo el tiempo si se están haciendo las cosas bien o mal, si se está midiendo bien o mal. Esto es 
absolutamente relevante y se cuenta con la voluntad del Ministerio de Economía y Finanzas para 
sentarse a analizar estas cosas. Pero si queremos hacer comparaciones, tenemos que realizarlas en 
los mismos términos y no con dos varas diferentes. ¿Por qué digo esto? Porque si comparamos con 
varas diferentes, yo también tengo la mía. Por ejemplo, en este período de Gobierno -lo que voy a decir 
va a favor del país y no de una situación comparativa- se incrementaron las inversiones, que son 
gastos no devengados y que no se amortizan en un solo período. La contabilidad pública las ejecuta 
como gasto en un solo período, pero son un activo que genera el país. No es lo mismo tener gasto 
corriente que realizar inversiones. Sin embargo, los incrementos que puedan existir en inversiones, en 
la contabilidad pública son considerados como gastos corrientes. Entonces, ¿dónde coloco esa 
cuenta? Si el incremento fue del 2,4% al 3% del Producto y un 1,3% las inversiones, lo que equivale a 
US$ 500:000.000 promedio anuales, ¿dónde coloco esa cifra? ¿La deduzco del déficit? 


En el caso del sobrecosto energético sucede al revés, porque se está incurriendo en él por 
ausencia de inversiones en los períodos anteriores. Si se hace un repaso histórico y se dice que la 
demanda energética fue creciendo sistemáticamente pero el país no se fue acomodando en los 
períodos anteriores, trabajando con criterios de mediano y largo plazo, haciendo inversiones, por 
supuesto hay que gastar ahora. Si se cambian los criterios, ¿dónde se coloca ese sobrecosto 
energético? ¿Cómo se hace para medirlo? 


Por otra parte, salió como gasto el cumplimiento de una deuda histórica que existía con la 
CND -lo menciono porque fue nombrada-; ¿dónde coloco el incremento patrimonial que tiene esa 
Corporación? ¿Lo considero? Eso significó unos US$ 40:000.000. 


En lo que hace al Banco de la República Oriental del Uruguay, hay que señalar que fue 
recibido por este Gobierno con un patrimonio de algo más de US$ 300:000.000, pero estaba 
garantizando carteras por arriba de esa cifra. Desde el punto de vista técnico, el patrimonio era 
negativo. Hoy en día, el Banco de la República tiene US$ 700:000.000 de patrimonio; ¿dónde coloco 
ese incremento patrimonial? 


Con respecto al incremento por haber solucionado el tema de la vivienda, recuerdo -porque 
para mí fue un aporte- que cuando comenzó el Gobierno anterior al del Presidente Batlle se decía que 
había que sincerar el patrimonio de los bancos. Puedo decir que fue esta Administración que lo hizo, 
particularmente con el del Banco Hipotecario del Uruguay. Eso va a aparecer como un incremento de 
deuda de US$ 500:000.000. ¿Saco esa cifra de la deuda? Dicho esto, y si medimos con la misma vara, 
tengo que aclarar que esos son los números que manejamos. 


Si el señor Presidente de la Comisión me permite, voy a ceder la palabra el señor 
Subsecretario. 


SEÑOR MASOLLER.- Voy a contestar algunos comentarios puntuales del señor Senador Alfie. 


Con respecto al primer tema que él planteaba sobre las vulnerabilidades existentes al 
comienzo del período de Gobierno y la situación actual, creo que no hay una doble lectura. Quizás la 
opinión del Gobierno pueda tomarse como un elemento subjetivo, pero si vamos a lo que son los 
juicios de valor que hacen las administradoras, las agencias calificadoras de riesgo... 


SEÑOR ALFIE.- Son ineptas. 


SEÑOR MASOLLER.- Se podrá decir que son ineptas, que en algunos elementos tendrán 
evaluaciones subjetivas y se podrá discrepar con algunos puntos que plantean, pero no se puede dejar 
de reconocer que las agencias hacen una evaluación bastante profunda de la situación del país. En 


ese sentido, todos los juicios son coincidentes en cuanto a la reducción significativa de la 
vulnerabilidad, y esa es la explicación de por qué nuestro país ha ido mejorando gradualmente su 
calificación crediticia, a partir de una situación realmente comprometida derivada de la crisis del 2002, 
lo que significó toda la reestructuración y el canje de la deuda, en materia de afectación de la 
calificación del país. 


La evaluación respecto a la capacidad de pago del país es un activo que Uruguay ha tenido 
durante mucho tiempo, que ha perdido como consecuencia de una situación financiera bastante 
complicada en el año 2002, pero que gradualmente va recuperando, lo que requiere un tiempo muy 
importante. Es decir, la pérdida de credibilidad es rápida pero la ganancia de credibilidad cuesta y se 
requieren muchos años de trabajo para lograr la calificación que se tenía previo a la crisis en cuanto a 
responsabilidad fiscal y al mantenimiento del equilibrio macroeconómico. 


Cuando el Gobierno asumió, en marzo de 2005, la situación que presentaba era realmente 
complicada en materia de caja; si no recuerdo mal, se contaba con una disponibilidad para atender el 
servicio de la deuda para los siguientes tres meses. 


SEÑOR ALFIE.- Para los próximos seis meses, señor Subsecretario. 
SEÑOR MASOLLER.- A nosotros nos da un período menor de tiempo: tres meses. 


Por otro lado, la situación de los mercados financieros internacionales era realmente 
comprometida; recién se comenzaban a abrir los mercados de capitales para el Uruguay. Inclusive, en 
los primeros meses, el Gobierno actual se enfrentó a dificultades muy importantes al colocar 
instrumentos en los mercados internacionales. Es decir que esos primeros meses fueron realmente 
muy complicados en materia de disponibilidad de recursos y financiamiento del gasto público. 


Con respecto al monto del endeudamiento, queremos reafirmar el concepto básico de que 
las estadísticas, tanto fiscales como de deudas, son las que ha mantenido el país a lo largo de muchos 
años, O sea, no ha habido modificación en cuanto a la medición; por lo tanto, si ahora está mal medido, 
también lo estaba en el pasado. Sí se trabaja con otro concepto de deuda, que es el definido a los 
efectos del control del tope del endeudamiento público -concepto con el que los señores 
Legisladores están familiarizados porque es el que se toma en cuenta para medir si el Gobierno 
cumple o no con los topes aprobados en el Parlamento- el cual refleja con más exactitud el nivel de 
deuda pública y cómo evoluciona en función del resultado fiscal, que también se ha reducido en forma 
muy importante. 


En los últimos tiempos, el Fondo Monetario Internacional nos ha citado en sus trabajos 
técnicos como un caso exitoso de reducción de deuda a nivel internacional. Este organismo nos ubica 
en una categoría de países que en poco tiempo han reducido en forma muy significativa la deuda 
pública. Me refiero a una reducción de 40 puntos del Producto, que si lo miramos en deuda neta es del 
65% al 25% en cuatro años, lo que representa un guarismo tan importante que hace que el Fondo 
Monetario nos cite, repito, como un ejemplo de país que ha reducido en forma exitosa su nivel de 
endeudamiento público. Creemos que si bien puede haber problemas de medición en cuanto a cuál es 
realmente la deuda pública uruguaya, no se puede desconocer que la tendencia ha sido fuertemente a 
la baja. 


Respecto al nivel de gasto público total, entendemos que debe ser considerado así: gasto 
público total sin excluir los intereses de la deuda, porque los intereses no son más que el gasto público 
más improductivo que tiene el país. Este Gobierno ha hecho un gran esfuerzo en reducir la deuda 
pública, lo que ha permitido reducir esa carga de intereses y reasignar esos recursos a otros destinos 
más productivos a nivel económico y social. 


Por tanto, creemos que es genuino incorporar en el análisis de la evolución del gasto público, 
no solamente el gasto primario, sino también lo que está sucediendo con los intereses que, si se 
quiere, es una de las mejores señales de eficiencia del gasto público. Al cabo de este período de 
Gobierno ha mejorado la composición del gasto público, no solamente porque se destina una mayor 


cantidad para atender el gasto social, sino también porque hay un mayor gasto público que se destina 
la inversión productiva, a lo que se agrega que se ha reducido, en forma importante, el gasto público 
improductivo que es, básicamente, el generado por los intereses de la deuda pública. Por lo tanto, en 
un análisis global del comportamiento fiscal se debe incorporar la evolución de los intereses. 


Respecto al tipo de cambio real, no creemos que haya un problema de desalineamiento; las 
exportaciones del país no indican eso y muestran que la participación de nuestro país en el comercio 
mundial es creciente y hay un dinamismo importante. A partir de la caída que se produjo por la 
situación internacional se han comenzado a recuperar las exportaciones. Por su parte, el tipo de 
cambio real no está desalineado y, por lo tanto, no nos parece que haya una corrección muy importante 
de las cuentas públicas debido a ese efecto, aspecto que consideramos importante tener en cuenta. A 
diferencia de los años noventa, donde sí había una situación de atraso cambiario significativo, en el 
período actual esa situación no se da. Si bien es cierto que el Uruguay ha perdido competitividad con 
respecto a algunos países, la ha mejorado en relación a otros por lo que, si consideramos la situación 
en su globalidad, vemos que no escapa a lo que es el promedio del nivel de tipo de cambio real de los 
últimos 25 años. Por lo tanto, no parece darse un atraso cambiario como el que se dio en el pasado. 


En cuanto a la carga tributaria, solicitaría al señor Senador Alfie que mirara el conjunto de los 

ingresos totales del sector público y no solamente los de algún organismo recaudador, como puede ser 
la Dirección General Impositiva o el Banco de Previsión Social, incluyendo el ingreso correspondiente a 
las empresas públicas, porque estas, a través de sus tarifas, determinan una presión para los 
consumidores uruguayos, o sea que tampoco debe dejarse de lado su resultado en la evaluación 
global de la carga tributaria. Los números son significativos. En el año 2009, se proyecta cerrar con un 
ingreso público del orden del 26,5% del PIB contra un 28% en el 2004. 
Quiere decir que hay una caída de los ingresos totales del sector público no financiero de 1,5% del 
PIB. Esto se explica por una caída en la recaudación de la Dirección General Impositiva considerada 
globalmente, con lo que antes recaudaba por concepto de IRP; si tenemos en cuenta la recaudación 
de la DGl por el impuesto de IRP, vemos que hay una caída de aproximadamente 0,5% del PIB. 
También hay una caída en otros ingresos del Gobierno de aproximadamente 0,6% del PIB y en el 
resultado de las empresas públicas. Esto último es muy importante porque quiere decir que, de alguna 
forma, las tarifas públicas se han ajustado menos e implican una menor carga para los consumidores 
uruguayos en términos de menores tarifas públicas. Esto reafirma la idea de una rebaja significativa en 
materia de carga tributaria para la población. 


He terminado mi exposición, por lo que si los señores Senadores están de acuerdo, cedería 
el uso de la palabra al resto de los integrantes del equipo para contestar otras preguntas que ha puesto 
sobre la mesa el señor Senador Alfie. 


SEÑOR BORCHARDT.- Voy a realizar dos comentarios respecto de las preguntas del señor Senador 
Alfie. En cuanto a la evaluación del canje, hay una diferencia entre lo que es una evaluación financiera 
y la registración contable de esas operaciones; en tanto se alargan los plazos, también el punto de 
referencia está relacionado con la curva que Uruguay tiene. Con gusto le haremos llegar la conciliación 
entre ambas evaluaciones, es decir, entre lo que está registrado como pérdida por la operación y lo que 
correspondería a una evaluación correcta, desde el punto de vista financiero, de la operación de los 
Bonos. 


En lo que tiene que ver con la cuarta pregunta, que refiere a la Agencia Nacional de Vivienda, 
debo decir que, por lo que recuerdo, los créditos presupuestales eran de seiscientos millones y la 
transferencia correspondía a créditos presupuestales del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, que fueron transferidos en el mes de diciembre con el objetivo de los 
programas de crédito de vivienda que esta Cartera lleva adelante a través de la Agencia durante este 
año. 


Si el señor Presidente lo permite, quisiera ceder el uso de la palabra al Contador General de 
la Nación a los efectos de clarificar el aspecto referido al Banco de Previsión Social. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Efectivamente, el Cuadro N? 60 -de la página 86 del Tomo |- refleja lo que es la 
asistencia financiera del Gobierno Central al Banco de Previsión Social. Esta cifra asciende a $ 


2.519:279.000 y corresponde a la asistencia financiera neta. Sin entrar en otras consideraciones con 
respecto a lo que significa todo esto, pusimos aquellas rentas afectadas cuyo destino es el 
financiamiento de la seguridad social -de las jubilaciones y pensiones- como transferencias del 
Gobierno al Banco de Previsión Social. Sin embargo, el dictamen que nos hizo llegar el Tribunal de 
Cuentas no coincide con esta interpretación y dice, entre otras cosas, que estas rentas no constituyen 
recursos ni gastos del Gobierno Central, por lo que no deben ser consideradas en el resultado del 
Ejercicio. Nosotros disentimos totalmente con esta afirmación porque, en realidad, desde el punto de 
vista económico, lo que hace el Gobierno a través de los impuestos es detraer recursos de la sociedad 
para financiar el tema de la seguridad social. Si tomamos cualquiera de estos dos conceptos, ya sean o 
no recursos transferidos al Banco de Previsión Social, lo que estamos reflejando en este Balance 
presentado al Parlamento es que la cobertura es del Gobierno Central. Quiere decir que si tomamos un 
Balance consolidado -cualesquiera sean los dos conceptos que se tengan en cuenta- los egresos del 
Gobierno Central son ingresos del Banco de Previsión Social y en la consolidación se netean. 


Como decía antes, el Banco de Previsión Social ha tenido otra interpretación para con estos 
$ 2.519:279.000, respecto a su resultado en sí, y aunque no tengo a disposición el informe, 
gustosamente lo podemos hacer llegar a los señores Senadores. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- Para dar respuesta a la primera de las preguntas del señor Senador Alfie, en 
relación con el número real de cargos o funciones ocupados en la Administración Pública, debo decir 
que las cifras son las que ha proporcionado la Oficina Nacional del Servicio Civil. De acuerdo con la 
información de que disponemos, que es la que hemos relevado más la que nos han proporcionado los 
diversos organismos, entre los años 2004 y 2008 hay 13.466 cargos o funciones más correspondientes 
a la función pública, de los cuales 6.038 corresponden a regularizaciones. Esto está establecido en el 
artículo 7% de la Ley de Presupuesto, que disponía que quienes estaban cumpliendo tareas de 
funcionario público sin tener una función pública designada, podían regularizar su situación. Destaco 
que hay 776 funciones más desempeñadas con relación al año 2004; hablo de funciones, porque son 
llevadas a cabo por becarios, pasantes, arrendamientos de obra y arrendamientos de servicio. Reitero 
que nos referimos a cargos o funciones, porque no es ese el número de funcionarios, sino que puede 
haber una acumulación. Esto se enmarca en una política de la Oficina Nacional del Servicio Civil, no en 
el sentido de reducir el número de funcionarios, sino apuntando a mejorar su calidad y eficiencia. Por 
esa razón se propuso la derogación de la prohibición del régimen de ingreso, así como de la 
prohibición de proveer las vacantes existentes. Quiere decir que la política actual de la Oficina Nacional 
del Servicio Civil está orientada a tener mejores funcionarios, más calificados y capacitados, y no a 
reducir su cantidad. 


SEÑOR ALFIE.- Anteriormente aclaré que no me interesa discutir, aunque destaco que podríamos 
hacerlo sobre costo energético y de inversiones, y puedo demostrar que se hicieron muchas 
inversiones en energía, pero ese no es el tema. En cuanto al Banco de la República Oriental del 
Uruguay tampoco voy a discutir, porque muchas veces he dicho públicamente que ha realizado una 
magnífica gestión, dado que ha tenido una continuidad perfecta con respecto a lo iniciado en el año 
2002. En relación con esto no tengo más que elogios y lo he expresado públicamente en varias 
oportunidades. 


Ahora bien; no se pueden comparar los US$ 40:000.000 de la Corporación Nacional para el 
Desarrollo con los números de pasivos contingentes. Creo que en eso hay una diferencia sustancial. 


Con respecto a las inversiones hago el mismo comentario que realicé en cuanto al gasto, 
porque estas pueden ser buenas o malas. Mi impresión es que la mayoría de las inversiones y, en 
especial, la planta de sulfurización que mencionó el Economista Masoller, van a aumentar el gasto 
interno de una forma poco creíble. Los integrantes del equipo económico deben saber mejor que yo 
que, internamente, estas inversiones tienen una evaluación de rentabilidad negativa por donde se las 
mire, básicamente no por la inversión en sí, sino porque ANCAP no refina un volumen mínimo. En la 
actualidad, ANCAP está en el 40% del volumen mínimo mundial de refinería y ese es el punto de corte. 


Si bien formulé estas precisiones porque las considero importantes, quiero volver a referirme 
al tema de los ingresos. Los ingresos totales de la Dirección General Impositiva suben 1,2% del 
Producto Bruto Interno, es decir, del 15,4% al 16,6%. Si a eso le restamos el IRPF, que es un punto, 


ese ingreso crecería un punto del Producto Bruto Interno. Los del Banco de Previsión Social suben 
1,3% y cae algo el comercio exterior. Entonces, este es el total de los ingresos tributarios y no hay más 
que estos. Se me ha dicho que las transferencias de las empresas públicas son impuestos encubiertos, 
pero debo decir que esto es una falacia, por la siguiente razón. El ingreso total del conglomerado de 
empresas públicas en el año 2004 fue del 17,3% del Producto Bruto Interno. En 2008 el ingreso de 
este conglomerado fue del 17,5%. No obstante, en 2004 el gasto corriente representó el 14,7% del 
Producto Bruto Interno y las inversiones 0,9%, llegando a un gasto total o egreso total financiero de 
15,6%. El año pasado el gasto corriente fue del 16,7% y de 1,4% el gasto de inversión, llegando a un 
total de 18,1%. Por lo tanto, no se trata de un problema de tarifas, sino de que los ingresos totales 
fueron más en términos del PBI. Estamos hablando de un Producto que, como bien dijeron quienes nos 
visitan, crece un 32% en términos reales. No se trata de que con las tarifas se recaude o no, y no se 
puede poner eso como ingreso. Lo mismo ocurre con las ventas a Salto Grande, que no tienen nada 
que ver. Los impuestos son los impuestos y todo lo demás es otra cosa, que será tan válida o no como 
ingresos. Pero reitero: los impuestos son los impuestos, y yo hablé de ellos. Ocurre lo mismo respecto 
a la carga de intereses. Cuando uno mide la carga de intereses en términos del PBI tiene la “bendición” 
-por decirlo de alguna manera y entre comillas- de que el tipo de cambio cayó nominalmente de 
manera brutal y la deuda pública sigue estando en dólares en su enorme mayoría; continúa siendo 
70% en dólares. Ahora bien, cuando uno ve en dólares solo lo del Gobierno Central -olvidémonos del 
Banco Central, que es un problema de manejo de reservas y demás- advierte que pasamos de 
US$ 650:000.000 a US$ 870:000.000. Ahí son puros, porque como la deuda pública del Gobierno 
Central que está en pesos, está en Ul, entonces se computa solo el interés; medirlo en dólares no está 
tan mal, en realidad está bastante bien. Eso prueba el aumento del endeudamiento bruto que, en 
términos del Producto, nuevamente por el efecto del tipo de cambio, está cayendo, pero el problema es 
que -reitero- no creo que este tipo de cambio sea real y sostenido a mediano plazo, para Uruguay ni 
para la región, pero especialmente para nuestro país. Y ese es el punto clave. 


Entonces, ¿estamos ahorrando? No; estamos gastando más de US$ 200:000.000 por año de 
intereses, y esa es la verdad. Sé que la deuda se mide así -y eso lo dije en mi primera intervención- 
pero si bien creía en la deuda neta, dejé de creer en ella a principios de los años noventa, por una 
cuestión de la realidad. Hasta donde recuerdo, los estudios del Fondo siempre miden deuda bruta y no 
deuda neta cuando estamos en zona gris, es decir, entre 40% y algo más de 50%; por lo menos, eso 
es lo que tengo entendido. 


SEÑOR SUBSECRETARIO..- Simplemente, voy a hacer unos últimos comentarios respecto a los temas 
planteados por el señor Senador Alfie. 


Con relación a los intereses del Gobierno Central debo decir que es cierto que aumentaron 
en dólares. No controlé los números, pero supongamos que sea cierto que los intereses aumentaron 
de US$ 650:000.000 a US$ 870:000.000. La explicación es muy clara: el Gobierno aumentó 
fuertemente sus disponibilidades, justamente por un tema de fragilidad financiera que tenía al 
comienzo del período. O sea que si uno mira cuál fue la necesidad de financiamiento del Gobierno 
simplemente para atender el déficit fiscal, advierte que fue aproximadamente de US$ 600:000.000 en 
los cuatro años, entre los años 2005 y 2008 -y ese fue el resultado fiscal- pero, sin embargo, la deuda 
bruta en ese período creció US$ 3.213:000.000. ¿Qué quiere decir esto? Que buena parte del 
endeudamiento bruto del país se destinó a fortalecer el nivel de reservas internacionales y el Gobierno 
debió asumir un costo en materia de mayores intereses, que empeoraron las cifras fiscales. Pero lo 
hizo para darle una situación de solidez mayor al sector público en su conjunto. Quiere decir que hay 
un aumento de los intereses medidos en forma bruta, pero la explicación no es por el déficit fiscal que, 
repito, fue muy reducido en estos últimos cuatro años -dejando de lado el 2009, en el que por razones 
extraordinarias hay un déficit mayor- donde en promedio, el déficit del sector público fue menos del 1% 
del PIB, nivel significativamente menor al de otros períodos de Gobierno. 


Entonces, la reducción de la carga de intereses, que no medimos en términos brutos sino en 
términos de porcentaje del PIB -es decir que la carga de interés es en términos del PIB- se redujo 
significativamente, y eso nos permitió expandir otros gastos, ahora sí productivos o gastos sociales. 


En cuanto a los ingresos del sector público, quiero comentar los números que ha planteado 
el señor Senador Alfie. El mencionó que los ingresos de las empresas públicas pasaron del 17, 3% del 
PIB en el 2004, al 17,5% en el 2008. Yo preguntaría, entonces, ¿dónde están los US$ 


500:000.000 de sobrecosto energético que no se trasladó a las tarifas de UTE? Si ese aumento de los 
costos de UTE se hubiera trasladado, habría incrementado significativamente la carga tributaria de la 
población y, por lo tanto, los ingresos del Ente. Como esos ingresos no están, quiere decir que ahí hay 
un ahorro importante para el bolsillo de los uruguayos. En tal sentido, esto debe ser tomado en cuenta 
como una reducción del peso, no de los impuestos pero sí de las tarifas públicas, en concreto de la de 
UTE, que debió haber aumentado en un 30% o un 35% adicional en el 2008, pero el Gobierno optó por 
no trasladar el aumento de los costos al consumidor. 


Por lo tanto, aquí hay una reducción de impuestos implícita -es decir, no se aumentó lo que 
se debía- que explica por qué los ingresos globales del sector público se reducen en un punto y medio 
del Producto Bruto Interno al cabo de cuatro años. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente, señor Ministro, señor Subsecretario y asesores: nos vamos a 
limitar a efectuar algunas preguntas y a tratar de no polemizar sobre el tema del atraso cambiario, del 
tipo de cambio, etcétera. Creo que lo que nos importa más es que la polémica se desarrolle en el 
Plenario y aprovechar la presencia del señor Ministro para despejar algunas dudas que tenemos, que 
no son solamente de ahora, de los papeles que recién la semana pasada se nos han repartido -y que 
tuvimos oportunidad de leer- sino que vienen también desde la aprobación de esta Rendición de 
Cuentas en la Cámara de Representantes. No sé si el señor Ministro ha tenido oportunidad de leer, 
sobre todo el informe en minoría de los señores Diputados, que son quienes controlan a la 
Administración. ¿Qué van a decir los Legisladores del oficialismo? Naturalmente, que todo está muy 
bien; por ello, quizás lo que podría interesar a la Administración es qué dicen quienes tienen que 
fiscalizar al Gobierno. 


Allí se dicen algunas cosas que no se han comentado; quizás las haya mencionado el señor 
Ministro y pido disculpas en el caso de que tenga que hacerlo nuevamente, pero creo que son 
relevantes para el informe en sí. 


Durante el año 2008 y con motivo del tratamiento de la Rendición de Cuentas pasada, el 
Gobierno hizo una proyección, como producto del crecimiento que venía teniendo el país felizmente. 
Todo el mundo se alegra cuando el país crece; nadie está apostando a que las cosas funcionen mal 
sino, por el contrario, a que estén bien. Esto generó un cierto optimismo en la Administración -cuando 
titular de la Cartera de Economía y Finanzas era el actual Senador Danilo Astori- por lo que se 
efectuaron correcciones, producto de los cálculos del crecimiento del país. Entonces la Administración 
propuso, básicamente, gastar más de lo que originalmente estaba propuesto y hubo mensajes 
complementarios para aumentar el gasto en ese año. En el informe del Poder Ejecutivo se tratan 
distintas áreas como la social, la política salarial, el empleo y la seguridad social. Si el país puede 
generar mayores aumentos salariales, ¿quién va a estar en contra? Bienvenido sea si el país tiene la 
posibilidad de cumplir su rol en inversión social, en infraestructura y, además, puede aumentar los 
salarios. ¿Qué más queremos todos los uruguayos que mejorar estos últimos? A veces esto se puede 
hacer, pero lo difícil es cuando no se logra. 


La Administración hace un informe como Rendición de Cuentas de estos últimos cinco años, 
desde 2005 a 2009. En cuanto al tema salarial, ya se han dado aumentos y la realidad económica, 
lamentablemente, no es buena ni es igual a la del año 2008. Estamos frente a compromisos de niveles 
salariales que van hasta este año. Queremos preguntar a la Administración si se puede revertir esta 
situación manteniendo aumentos salariales. Ojalá nos demuestren que sí se puede porque, de lo 
contrario, nos quedaría una gran duda en cuanto a de dónde estamos sacando dinero, cuando hemos 
tenido una sustancial caída en las exportaciones y el Producto Bruto Interno no crece lo suficiente, 
como sí lo hizo en 2008. Entonces, no diría que tenemos un panorama negro, pero no es el mismo que 
en el año 2008 como para comprometer aumentos salariales. Digo esto porque son conocidos los 
conflictos que hoy enfrenta la Administración a través de juicios de demanda por incumplimiento frente 
a convenios de carácter salarial. Esto nos preocupa por los compromisos que asume la Administración 
y firma mediante los convenios y los Consejos de Salarios. ¿Es consciente de ello? ¿Tenemos los 
números suficientes como para decir que se pueden generar los aumentos que se están reclamando 
por parte de los funcionarios? Y si se firmaron en el pasado frente a una disyuntiva o una coyuntura 
distinta, ¿no es buena cosa que el señor Ministro de Economía y Finanzas y su equipo de asesores 
sean los que prevean estas cosas? Si bien no todo se puede prever, tienen más elementos de juicio 
que quien habla, que como Legislador no tiene tantos economistas que lo puedan ayudar a prever la 


futura situación. La Administración viene generando estos aumentos salariales y la pregunta es si 
tenemos resto como para financiar esta situación. Si lo hay, nadie más contento que quien habla de 
poder financiar los aumentos salariales. Pero nos parece que deberíamos tener una suerte de mínima 
explicación acerca de si estamos en condiciones de darlos. El año pasado se preveía un déficit fiscal 
de 0,4% del Producto; así lo planteó la Administración y la realidad mostró que fue superior al previsto 
en unos US$ 300:000.000. Aquí alguien se equivocó. ¿No nos estaremos equivocando nuevamente 
ahora, porque el déficit pasó a ser el 1,4% del Producto? Hubo correcciones de las metas fiscales por 
parte del Gobierno y de esta Cartera. En primer lugar, se nos dijo que el país estaba blindado. No lo 
señaló el señor Ministro, sino algunos Legisladores como el ex Ministro, quien expresó que el país 
estaba blindado y no nos iba a pasar absolutamente nada. Esto se dijo en el mes de diciembre y lo 
escuchó todo el país. Incluso la oposición estaba tranquila en ese sentido, porque se nos dijo que no 
iba a pasar nada. Ahora bien; la Administración tuvo que corregir tres veces la meta fiscal y aquí se 
ubica una situación deficitaria -creo que son las últimas cifras que se nos han dado- de un 2,6% del 
PBI, es decir, de aproximadamente US$ 800:000.000. ¡Es mucha plata! ¿La Administración está 
tomando alguna medida como para poder compensar esta situación no prevista? Los Ministros de 
Economía y Finanzas y sus equipos, con todo el respeto que uno debe tenerles por su conocimiento y 
su alto nivel técnico, no solo están para contar cuánto entra y cuánto sale y para firmar, sino también 
para tratar de prever escenarios, y los que se previeron en el pasado fueron equivocados, porque se 
nos dijo que iba a haber un déficit del 0,4% y se equivocaron en US$ 300:000.000. Además, la 
Administración viene al Parlamento en esta oportunidad a corregir por tercera vez las metas fiscales. 
Entonces, es lógico que, desde la oposición, nosotros formulemos estas preguntas, no para cobrar una 
cuenta pequeña a la Administración, sino para cumplir con la obligación de informar a la gente que, de 
alguna manera, nos interroga acerca de cuál es nuestra función aquí. ¿La Administración no dice 
nada? ¿Tres veces tuvo que corregir las metas? ¿Se equivocó el año pasado en US$ 300:000.000? El 
déficit es, reitero, de aproximadamente US$ 800:000.000 y se está calculando que para la próxima 
Administración habrá una situación deficitaria comprometida. Supongo que el equipo económico estará 
tomando medidas -si piensa que van a ganar nuevamente- para que el próximo Gobierno no tenga la 
dificultad de enfrentar una situación deficitaria de esa naturaleza, a no ser que no se tengan mucha fe 
en cuanto a poder continuar en la Administración. 


Pero bromas y consideraciones políticas aparte, queremos preguntar. Por ejemplo, se nos 
informa en las áreas sociales como una gran novedad el tema de la Agencia Nacional de Vivienda, otra 
organización más dentro del Ministerio que se encarga, como lo dice su propia definición, de ejecutar 
las políticas de vivienda; es el servicio descentralizado que implementa y ejecuta las políticas 
habitacionales. Yo estoy cansado de preguntar al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente respecto de este tema; sé que no es culpa del señor Ministro de Economía y 
Finanzas, pero aquí llegan los informes, se habla del tema de la Agencia Nacional de Vivienda y lo 
único que he preguntado al respecto durante esta Administración -reiteré tres veces el pedido de 
informes- es cuántas viviendas se hicieron en este período. Sin embargo, la última respuesta que tuve 
por parte del Director Nacional de Vivienda fue en la Rendición de Cuentas pasada, oportunidad en 
que me dijo que había construido poco más de cinco mil viviendas nuevas -y esto consta en la versión 
taquigráfica-; después salieron a decir que las soluciones habitacionales eran muchas más, pero 
parece que en ese término también se incluyeron las refinanciaciones de los créditos hipotecarios. 
Sabemos que este es un tema bastante difícil; de todos modos, aquí se habla de la Agencia Nacional 
de Vivienda y se nos aporta una cifra -que tendrá respaldo- que, por lo menos, nos puede dar luz 
respecto de esta información. Se señala que en el período 2005 - 2009 la producción de viviendas 
financiadas directamente por el Fondo Nacional de Vivienda será un 46% superior al promedio de los 
quince años anteriores. Observen que, para llegar a esta cifra, tenemos que analizar lo que hicieron los 
últimos tres Gobiernos para recién establecer el promedio, calcular el porcentaje y finalmente llegar al 
número que buscamos. ¿Por qué no dicen directamente cuántas viviendas hicieron? ¿Por qué 
tenemos que hacer un cálculo tan raro -el promedio de quince años- para saber efectivamente cuántas 
viviendas nuevas hay? 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- La información figura en la página 147. 


SEÑOR HEBER.- El señor Subsecretario me dice que me fije en la página 147 y así lo haré; quizás ahí 
esté la respuesta al pedido de informes que reiteré en tres oportunidades. 


Este era solo un comentario que quería realizar con respecto a la vivienda. La pregunta que 
quería hacer, que me parece relevante, es la siguiente. El señor Ministro ha comentado como un gran 
mérito la situación de sinceramiento de las cuentas del Banco Hipotecario, y se refirió a cómo se 
modificó la Carta Orgánica y se establecieron las tareas del Banco Hipotecario, que potenciaron su 
actividad bancaria, lo cual me parece correcto. Es más, cada vez que esto se quiso hacer en el 
pasado, siempre hubo una acusación por parte de una fuerza política que en este país dijo que se 
quería desmantelar al Banco Hipotecario, que se lo quería destruir o cerrar. No sé qué cantidad de 
cosas se dijeron; incluso, las leyes de refinanciación que se dictaron acá corresponden, de alguna 
manera, a lo que hoy no se puede cobrar. Es claro, en aquella oportunidad no se estaba atrás del 
mostrador; ahora sí se está y se ve la situación. En ese sentido, esta Administración, la fuerza política 
que gobierna, que es bastante responsable de lo que pasó en el Banco Hipotecario por las varias leyes 
que se votaron -porque todo se le carga a la Administración, pero no a las leyes de refinanciación que 
se votaron en el Banco Hipotecario para los deudores, que fueron tres o cuatro- pasa US$ 
445:000.000 a la Agencia Nacional de Vivienda. La pregunta es, entonces, ¿dicho organismo no es un 
Servicio Descentralizado que implementa y ejecuta las políticas habitacionales? ¿Ahora es una entidad 
de cobro? La Agencia Nacional de Vivienda -que recientemente hemos creado, porque no tiene más de 
tres o cuatro años- ¿tiene experiencia en cobro? Planteo esto porque quiero que la Administración 
cobre, ya que con lo que reciba se pueden hacer más viviendas. Repito que todavía no sabemos 
cuántas se han hecho, aunque el Economista Masoller nos dice que en las páginas 147 y 148 están 
esas cifras que podremos apreciar. Ojalá que así sea, porque por lo menos a través del Mensaje me 
estarán contestando el pedido de informes que la Administración no respondió, cuando debería estar 
presta a la hora de contestar a un Legislador algo tan simple. He preguntado por carreteras, por 
escuelas y por liceos, y tampoco me han contestado. Lo quiero decir porque aquí el Ministro firma el 
informe general sobre los beneficios de carácter social, y creo que la Administración, si está orgullosa 
de lo que ha hecho, tendría la gran oportunidad de decirle a un Legislador todas las obras que se han 
realizado. Pero como parecería que ahora sí hay información, la voy a leer y a estudiar. 


En definitiva, la consulta es si la Agencia Nacional de Vivienda, que se encarga de 
implementar y ejecutar las políticas habitacionales, como dice su definición, ¿va a cobrar a los 
deudores del Banco Hipotecario US$ 445:000.000? Es una pregunta que cualquier 
ciudadano se tiene que formular. Ahora, en el Banco Hipotecario están como locos otorgando créditos, 
lo cual es bienvenido porque ha estado cerrado durante cuatro años. Todo lo que se dijo que íbamos a 
hacer, lo hizo esta Administración como efecto boomerang; según el señor Ministro, hubo que cerrarlo 
por sinceramiento de las cuentas y por consejo del Banco Mundial y del Fondo Monetario 
Internacional, que tanto halaga a la Administración, según el señor Subsecretario. Me parece bien que 
eso suceda, pero cabe preguntar si se cree que se van a cobrar los US$ 445:000.000 en la Agencia 
Nacional de Vivienda, que está dedicada a implementar y a ejecutar las políticas habitacionales. 


Entonces, más que discutir sobre hechos del pasado, nos preocupa debatir temas del 
presente y del futuro. Las metas han sido corregidas tres veces; se está dando el respaldo suficiente 
como para otorgar y financiar mayores aumentos salariales en la Administración. Ojalá que se logre, 
porque esas siempre son buenas noticias para los funcionarios públicos. Parecería que eso tiene que 
ver con las metas de recuperación, producto de la crisis de 2002. Es verdad que tenemos una deuda 
social con los funcionarios públicos y con todos los empleados del país por el golpe que sufrió la 
Administración por una crisis importada, lamentablemente, por parte de Argentina. No es fácil que un 
país quiebre como sucedió con Argentina; por suerte en el Uruguay no pasó, entre otras cosas porque 
hubo partidos que ayudaron desde la oposición. 


Por esas razones podemos estar preocupados por saber cuál es, en definitiva, el cálculo final 
del déficit que hace la Administración. ¿Acaso habrá más aumentos a cargo del déficit? Es la pregunta 
natural que nos surge, teniendo en cuenta que se han corregido las metas y que habrás más 
aumentos. ¿Quién los va a pagar? ¿Lo hará la próxima Administración? 


Estas son las interrogantes que queríamos plantear aprovechando la concurrencia del señor 
Ministro, amén de que el Presidente de esta Comisión, señor Senador Gallinal, hizo un llamado a Sala 
del titular de Economía y Finanzas preocupado por otra novedad, como es el aumento de los topes de 
endeudamiento; a tal punto que -me podrá corregir el señor Presidente- ese aumento ronda los US$ 
900:000.000. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por ley, están autorizados hasta en US$ 920:000.000. 


SEÑOR HEBER.- Así es, de acuerdo con los cálculos puestos sobre la mesa por parte del señor 
miembro interpelante, el señor Senador Gallinal. 


De modo que tenemos US$ 300:000.000 más del año pasado, porque el señor Ministro -no el 
actual, sino el que lo antecedió- se equivocó. Pero el actual titular del Ministerio de Economía y 
Finanzas y el equipo económico han corregido las metas fiscales tres veces en el año. Ahora se nos 
habla de US$ 800:000.000. Además, el Parlamento, producto de que tiene una mayoría legítima, les 
ha levantado un tope para autorizarles un gasto de US$ 920:000.000 más en este año. 
¿Se está financiando todo esto con endeudamiento? Es el razonamiento lógico que tenemos que 
hacer, porque aumenta el déficit y aumenta el endeudamiento. No es necesario ser economista para 
entender un poco la situación, que no es tan fácil. 


Me gustaría escuchar algunas reflexiones sobre algunas de las preguntas que hemos hecho. 


SEÑOR MINISTRO.- Yo también soy de los que opinan que el humor ayuda a sobrellevar las cosas. 
Así que me alegro de escuchar la intervención del señor Senador Heber. 


(Hilaridad) 


De la primera intervención del señor Senador, podríamos deducir que la propuesta que está 
planteando es reducir los salarios públicos. Quizás sería bueno escucharlo en alguna tribuna de ahora 
en adelante en los tiempos que corren. 


SEÑOR HEBER.- No estoy diciendo eso, señor Ministro. 
SEÑOR MINISTRO.- Se deduce, señor Senador; quizás estoy equivocado. 


No identificamos un riesgo importante ni siquiera en el planteamiento que están realizando 
los funcionarios públicos. Creemos que están equivocados con respecto al planteamiento público de un 
juicio que están llevando adelante. El Poder Ejecutivo va a cumplir con lo establecido en el convenio 
que se firmó a comienzos de 2008, y eso no implica un riesgo para las finanzas públicas, sino el 
cumplimiento de lo que se dijo que se haría: recuperar el salario porque en el período anterior estaba 
absolutamente sumergido, como el mismo señor Senador planteó. Me alegro de que el señor Senador 
haya cambiado la visión que tenía en octubre. Si hay algo que me voy a llevar a mi casa después de 
que deje el cargo será la primera visita que hice al Parlamento. 


SEÑOR HEBER.- Está bien, señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- En aquel momento, el señor Senador hizo un planteo que me pareció visionario y 
señaló “el país está parado”, “el país está congelado” -y aclaro que no leí la versión taquigráfica de sus 
palabras- y la tercera expresión que utilizó fue: “esto no es por generar alarma”; esto fue en el mes de 


octubre y tomamos debida nota de ello. 
SEÑOR HEBER.- Señor Ministro: estábamos en plena crisis. 


SEÑOR MINISTRO.- Así es, pero si bien nadie sabía a dónde ¡iba a disparar la crisis, el señor 
Senador lo tenía claro; tal como se dijo después, fue una de las peores crisis desde el crac de 1929. 
Por lo tanto, me alegra escuchar al señor Senador cuando ahora habla de “un futuro no tan negro” - 
independientemente y sin comentar si esa expresión pudo haber sido un poco racista- porque entiendo 
que está viendo mucho mejor el futuro que se avizora. 


El déficit fiscal no es la única variable que esta Administración contempla a la hora de definir 
su política. Quizás lo sea en alguna visión, por lo cual la variable de ajuste es el déficit fiscal. Si bien 


esta variable es muy importante, no es la única que se considera, como tampoco lo es hoy en día en 
ningún país del mundo. El Economista Masoller recién planteaba con total claridad -figura en los 
materiales presentados e, inclusive, en alguna de las comparecencias que hemos tenido- que haciendo 
un comparativo con lo que es la situación del mundo, actualmente en Estados Unidos van a cerrar con 
un 14% de déficit fiscal. Tal como el señor Senador sabe, en el mundo desarrollado hay preocupación 
acerca de cómo va a ser la salida de esta crisis por los grandes niveles de déficit fiscal que tienen 
todos los países, los más y los menos desarrollados, porque también en la región, el comparativo del 
déficit con el que Uruguay va a cerrar este año es absolutamente pequeño con respecto a otras 
situaciones a nivel internacional. No podemos dejar de mirar lo que ocurre a nuestro alrededor porque 
estamos en un mundo globalizado y, por lo tanto, en ese contexto, era peor el remedio que la 
enfermedad. Por eso cuando decimos que no vamos a generar políticas procíclicas, queremos señalar 
que no vamos a dejar de gastar en las cosas que después van a generar un problema peor que el 
déficit fiscal. Ese es el concepto y quizás discrepemos -lo cual me parece absolutamente válido- pero 
es nuestra visión. Se puede pensar que tal vez tendríamos más dinero en reservas si hubiéramos 
hecho algunos recortes, pero nuestra fuerza política está convencida de que en estos casos y en este 
contexto sería peor el remedio que la enfermedad. 


Por ejemplo, la CEPAL, en varios de sus trabajos plantea, grosso modo, que cuando se 
produce una crisis, si la recuperación económica para alcanzar los niveles de crecimiento económico 
previo a la crisis demora “n” años, el recuperar el deterioro social que se produce en la sociedad es *n” 
veces por dos. O sea que, de alguna manera, lo que se está haciendo -cuando hablamos en palabras 
quizás más técnicas de reducción de vulnerabilidad, etcétera- es tratar de no perder terreno en esos 
aspectos, en un país como Uruguay, que históricamente ha tenido una sociedad muy homogénea e 
integrada, pero que realmente estaba llegando a niveles en los cuales la desintegración social era ya 
un peligro, no solo por una cuestión ética, sino económica. 


Quizás estos indicadores contribuyan a una visión más optimista del señor Senador, ya que 
estamos llegando a un nivel de desempleo que está por debajo del 7%; el resultado dio un 6,9%. Esto 
no es poca cosa; al contrario, es histórico en Uruguay. Para seguir creciendo, que es lo que todos 
queremos, vamos a necesitar trabajar muy fuertemente sobre el factor humano; no hay lugar a duda. 
Nuestra visión de la política económica es que el mercado no genera automáticamente esos procesos, 
sino que desde el Estado hay que generar esas políticas activas -que cuestan mucho y en las que hay 
que invertir- como por ejemplo, la Agencia Nacional de Vivienda. 


La preparación del Estado uruguayo que este Gobierno encontró a la hora de realizar 
políticas de vivienda, distaba bastante de lo que los Estados modernos tienen como institucionalidad - 
palabra clave en este tema y en otros- a la hora de llevar adelante las políticas. El señor Senador habrá 
escuchado decir varias veces al señor Presidente de la República que la casa estaba en mal estado y 
que la necesidad no era darle una lavada de cara, porque enseguida las humedades aparecen de 
nuevo; quiere decir que se debe ir al fondo del asunto y si es necesario tirar una pared abajo y hacerla 
bien de nuevo, se debe empezar por buenos cimientos. En el acierto o en el error, ese ha sido el 
criterio, o sea, construir desde el pie y, en este caso, eso es lo que se ha hecho. Estamos convencidos 
de que la nueva institucionalidad del Banco Hipotecario quedó establecida y actualmente se dedica a 
prestar como debe hacerlo -y no está como loco; al contrario, está bien cuerdo, porque los criterios 
que utiliza para prestar son muy profesionales-; esa nueva institucionalidad ha quedado armada de 
mejor manera para la vivienda en el país y así va a quedar para el Gobierno que venga. Nosotros 
entendemos que los Ministerios y el Poder Ejecutivo son los que establecen las políticas y, en este 
caso, lo hace el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. También 
consideramos que una Agencia, como la Agencia Nacional de Vivienda -que está dentro de los 
cometidos del Ministerio- por diversas razones tiene que ser la ejecutora de esa política. Claro está 
que en este tema hubiéramos preferido arrancar de cero, pero lo hicimos de menos diez porque hubo 
que resolver una serie de situaciones como, por ejemplo, el exceso de funcionarios del Banco 
Hipotecario. Para resolverlo se debió realizar toda una ingeniería -que llevó su tiempo- para 
trasladarlos a la Agencia de Vivienda y para armar la nueva institucionalidad. 


La cifra de US$ 445:000.000 son las carteras que tenía el Banco Hipotecario y buena parte 
de los funcionarios que tiene la Agencia eran de esa Institución. La Agencia tiene a su cargo una 
actuación profesional diferente que le da una mejor capacidad para el cobro de esas carteras. Esta no 


es la propietaria de las carteras sino que las administra como una fiduciaria; el propietario de las 
carteras es el Estado uruguayo. Todo esto forma parte del rediseño de la política de vivienda. 


Invito al señor Senador a que realmente analice en profundidad este tema porque me parece 
que es un gran avance que ha tenido el país y tiene que ver con el sinceramiento -lo que está 
relacionado con la intervención anterior- y lo que significa “sincerar” en este período de Gobierno. 
Lamentablemente, aparece como deuda, a pesar de que me gustaría que no fuera así porque, 
además, justo se dio en el último período, con mi gestión en el Ministerio. En este sentido, creo que la 
deuda con el Banco Hipotecario es un costo histórico que hubo que realizar en función de lo 
mencionado: construir la casa desde las raíces y no darle una pinturita. Insisto, en el acierto o en el 
error, así hemos actuado; personalmente considero que en este caso se procedió con muchísimo 
acierto. Prometo al señor Senador que voy a hacer la gestión pertinente ante el Ministro de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, pero igualmente contamos con las cifras que señalé. Son 
números que se actualizan. ¿Por qué? Porque, como expuse anteriormente, el armado de la 
institucionalidad llevó su tiempo y en este último período se está trabajando de forma acelerada. 


Con respecto a la cantidad de veces que cambiamos la estimación, puedo decir que, en el 
mismo período, el Fondo Monetario Internacional la modificó siete veces. Debemos tener en cuenta la 
volatilidad y los escenarios que se vivieron; el señor Senador la tenía clara, pero en aquel momento 
había que tener la bola de cristal para saber lo que iba a suceder. Por ejemplo, recordarán que se vivió 
la peor semana de Wall Street de la historia y el lunes siguiente fue el mejor de toda la historia. 
Realmente, la situación era no apta para cardíacos. Por ejemplo, en un solo día el precio del petróleo 
subió US$ 25. En aquel momento tratamos de explicar -y creo que fue acertado- que había que 
esperar a que se aquietaran un poco las aguas, confiando en cómo se habían realizado las cosas, y 
realmente el tiempo nos dio la razón. Buena parte del aumento por el que preguntó el señor Senador al 
comienzo, que incluye a los funcionarios públicos pero también a los privados, a través de los Consejos 
de Salarios, y a los pasivos, ha servido para fortalecer el mercado interno, y éste nos ha ayudado 
muchísimo en este contexto. 


De esta forma, creo haber recorrido todos los temas en mi respuesta. 


SEÑOR HEBER.- Me quedó claro, entonces, que la falta de previsión es mundial. Esto me hace 
acordar a aquellas frases que dicen que “en el mundo de los ciegos el tuerto es rey”, o “mal de 
muchos, consuelo de tontos”. Lo cierto es que no tenemos la bola de cristal como para poder prever 
toda esta situación. 


Nada más, muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera complementar alguna de las preguntas del señor Senador Heber, 
porque estaba leyendo la referencia que hizo el señor Ministro a las páginas vinculadas a la vivienda y 
veo que allí se establece que al final del período se habrán entregado 18.691 viviendas nuevas. Si bien 
no sabemos cuántas se llevan entregadas al día de hoy, sí conocemos el pronóstico -como los 
pronósticos son tan volátiles, por las dudas quiero saber- y allí también se menciona algo que nos 
genera muchas dudas. Se habla del incremento de viviendas en régimen cooperativo en un 105% 
respecto al quinquenio anterior, y se menciona que casi veinte mil familias, propietarias de viviendas 
cooperativas incluidas en el fideicomiso Cartera Social se beneficiaron de un conjunto de convenios 
dirigidos a reincorporar el pago de los créditos obtenidos mediante la refinanciación de deudas 
combinadas con subsidios. O sea que ¿a esto se le denomina solución habitacional, es decir, a esas 
refinanciaciones que se han otorgado a veinte mil familias propietarias de viviendas cooperativas? 


SEÑOR MINISTRO.- Esas refinanciaciones son consideradas de la misma manera que otro tipo de 
soluciones de vivienda y el tema de la deuda de las cooperativas es también un problema que se 
arrastra históricamente. Lo cierto es que llevó un gran esfuerzo llegar a esta solución que se 
estableció. 


Tal como le dije al señor Senador Heber, me comprometo a realizar la gestión ante el señor 
Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente para que haga llegar el informe 


correspondiente al tema de construcción de viviendas, que va a actualizar estas cifras. De esa manera, 
en lugar de una estimación podremos presentar las cifras efectivamente concretadas por los diferentes 
tipos de viviendas. De todas formas, no ha habido innovación en cuanto al planteo del tipo de solución 
habitacional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los visitantes, es decir, al equipo económico y a 
los representantes de las distintas instituciones. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 48 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


